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Los cultivos de coca en Colombia han sufrido una expansión desde mediados de los 
años 80, constituyendo una economía donde se refugian muchos campesinos, promovidos 
por sus bondades. Es un producto no perecedero y por esto posee una ventaja frente a otros 
productos agrícolas para su distribución y comercialización. Además, necesita de una 
metodología sencilla para su cultivo, puede sembrarse en cualquier época, goza de abundante 
demanda y mercados contiguos a las zonas de producción, entre otras características que lo 
hacen muy llamativo para cualquier cultivador. 
Años antes a 1994, Colombia era un jugador pequeño en la producción de hoja de 
coca, aunque sí era un eslabón esencial en la cadena del narcotráfico. Países que concentraban 
los cultivos ilícitos, como lo eran Perú y Bolivia, convertían la hoja de coca en pasta de coca, 
la transportaban vía aérea en pequeñas avionetas a Colombia, en donde se realizaba el último 
proceso de transformación, resultando el clorhidrato de cocaína. Pero esta situación cambió 
y en la primera mitad de los años noventa Colombia aumentó de manera considerable la 
producción de coca, luego de la implementación de una política antidroga en Perú, impulsada 
por Estados Unidos, para cerrar los puentes aéreos por donde transitaba la pasta de coca de 
un país a otro (Mejía, 2016). Al mismo tiempo que disminuyeron los cultivos ilícitos por 
presiones externas en países productores, Dion y Russler (2008) afirman que hubo un 
crecimiento exponencial de la demanda externa de ese producto, lo que promovió un aumento 
de los cultivos de coca en otros países, entre ellos Colombia. 
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Precisamente, en Colombia han concurrido ciertas características especiales que 
convierten al país en epicentro ideal para la reproducción del mercado de las drogas ilícitas. 
Thoumi (2005a) las ha identificado de la siguiente manera: Colombia es un Estado que no 
controla la totalidad del territorio; hay minorías étnicas que están o se sienten marginadas; 
hay grupos subversivos; la geografía dificulta el transporte y la comunicación; el control 
social por parte de la población es débil; y se evidencia una gran dificultad del gobierno para 
implementar reformas sociales significativas. 
El Estado colombiano, en la lucha contra la oferta de drogas, ha generado las 
estrategias como la interdicción, los proyectos de desarrollo alternativo y la erradicación 
forzosa de cultivos ilícitos. A pesar de lo anterior, los cultivos ilícitos siguen en aumento: 
aunque en 2001 alcanzaron un total de 144.807 hectáreas cultivadas y desde ahí mantuvieron 
una tendencia a la disminución hasta el 2012, año en el que pasaron a ser 47.790 hectáreas, 
cifra que representa su mínimo histórico,  después del año 2012, los cultivos de coca han 
crecido de manera desmesurada, aumentando de 48.189 hectáreas en 2013 a 69.132 hectáreas 
en 2014, 96.084 hectáreas en 2015 y 146.139 en 2016, correspondiendo ésta última a su 
máximo histórico, lo que significa un aumento de 200% en cuatro años–(UNODC, 2017). 
Por lo anterior, a nivel internacional se generan presiones de los países receptores de 
la coca, los cuales exigen más compromiso a Colombia en el control del narcotráfico. Incluso, 
Estados Unidos, uno de los mayores colaboradores en el ámbito internacional, ha 
manifestado que reducirá el presupuesto de apoyo si no se disminuye el número de hectáreas 
cultivadas (SEMANA, 2018). 
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Por su parte, Colombia, en su afán de hacer control al narcotráfico, ha adelantado 
diferentes estrategias de lucha antidrogas para enfrentar su producción y comercialización en 
los diferentes eslabones de la cadena. Una de ellas es la política de erradicación de cultivos 
ilícitos en Colombia (Vargas, 2004), la cual tiene como propósito combatir la primera fase 
de producción de las drogas, la materia prima esencial, y así lograr la reducción de oferta de 
narcóticos y la disminución de los ingresos a los grupos narcotraficantes, principalmente a 
través de la fumigación y destrucción de las áreas sembradas. La política de erradicación 
tiene dos componentes: uno forzoso y otro voluntario.  
En cuanto al primer componente, una de las iniciativas de erradicación forzada es la 
aspersión aérea, la cual se intensificó en el país desde la firma del Plan Colombia -el acuerdo 
bilateral de cooperación entre Colombia y Estados Unidos para la lucha contra las drogas y 
los grupos ilegales-, en 1999. En ese momento se creó el programa de Erradicación de 
Cultivos Ilícitos, el cual hacía uso del glifosato como elemento principal (Rincon, Correa, 
Oswaldo, & Stewart, 2016). Esta estrategia fue suspendida por el Consejo Nacional de 
Estupefacientes en el 2015, mediante resolución 6 de 2015, a raíz de las recomendaciones 
del Ministerio de Salud, el cual, con base en estudios avalados por la Organización Mundial 
de la Salud, sugirió la no continuidad de dicha estrategia. 
Otra de las estrategias de erradicación forzosa es la Estrategia de Erradicación Manual 
y se realiza de dos formas: por un lado, a través de grupos conformados por miembros de la 
fuerza pública y, por otro, desde el año 2004 se realiza con grupos móviles compuestos por 
civiles quienes son custodiados por la Fuerza Pública (Ministerio de Defensa Nacional, s.f.). 
Después de la suspensión de la aspersión aérea en el 2015, la erradicación manual con grupos 
móviles es el único instrumento de política del gobierno cuya efectividad para combatir los 
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cultivos de coca en el país de manera forzosa es certificada por un organismo neutral como 
Naciones Unidas.  
Desde el comienzo del Plan Colombia, la estrategia de erradicación manual cobró 
fuerza (Mejía, 2016). El Plan Colombia tenía como propósito, entre otras cosas, mejorar la 
operación logística mediante el apoyo de los Estados Unidos, quien, a través del suministro 
de helicópteros y equipos, permitiría que la fuerza pública colombiana erradicara el 
suministro de coca, sobre todo en la zona sur del país, con la meta de disminuir los cultivos 
de coca en un 50%. El objetivo de reducir en un 50% el cultivo de coca en Colombia no se 
han completado a 2010 (Shifter, 2010) y, por el contrario, estos han aumentado de manera 
notoria como se puede notar en las cifras del Observatorio de Drogas (Observatorio de 
Drogas, 2018).Esta Estrategia de Erradicación de Manual es menos costosa que la aspersión 
aérea. Sin embargo, padece de diferentes dificultades, como problemas de seguridad 
provocados por ataques hostiles de las FARC y minas anti-personal que protegen los cultivos 
ilícitos, entre otros (Ruiz, Correa, Oswaldo, & Stewart, 2016). 
La tendencia a crecer de las áreas sembradas con cultivos de uso ilícito en Colombia, 
fenómeno cierto y preocupante que se presentó durante los años 2012-2016 (como se muestra 
en la Gráfica 1), podría ser atribuible a diferentes circunstancias coyunturales por las que ha 
atravesado el país en lo concerniente a estrategias de erradicación forzosa; una de ellas es la 
suspensión de la fumigación aérea que está operando desde el año 2015. Sin embargo, en 
esta investigación no se polemizará sobre los posibles impactos que esta medida, ya que los 
cultivos ilícitos han estado creciendo con antelación a la fecha de suspensión de las 




Ahora bien, otro elemento importante dentro de esa tendencia es la disminución de 
las hectáreas erradicadas por la Estrategia de Erradicación Manual. En este sentido, el 
principal indicador de la estrategia es hectáreas erradicadas por año. En la Gráfica 1 se 
muestra cómo al principio de la operatividad de la Estrategia, entre el 2005 y el 2008, ésta 
tuvo un alcance importante en la afectación a las áreas cultivadas de coca. Incluso, entre 2005 
y 2012 la estrategia intervino porcentajes superiores al 30% del área cultivada, pero a partir 
del 2012, el indicador de hectáreas erradicadas muestra una tendencia a la baja, identificando 
que el indicador disminuyó la afectación en 2016 a 2% de las hectáreas cultivadas con coca. 
Gráfica 1 Área de cultivos de coca detectada y erradicada por año 
 
Fuente. Elaboración propia a partir de datos de reporte SIMCI de UNODC  2004-2016 
 
En concordancia con lo anterior, se puede afirmar que a pesar de los esfuerzos en 
erradicación manual con Grupos Móviles que han persistido durante más de una década, y 
de los costos materiales, políticos y financieros que una operación de esta naturaleza ha 
demandado, Colombia sigue siendo hoy el mayor productor de coca y cocaína del mundo 
(United States Department of State, 2017).  
2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016
DETECCIÓN 80.348 85.750 77.870 98.899 80.953 68.028 61.812 63.765 47.787 48.189 69.132 96.084146.139
ERRADICADO 0 28.463 36.257 52.024 84.428 48.899 30.667 29.408 14.529 10.344 5.905 4.905 3.555








































Por otro lado, desde el punto de vista microeconómico, la erradicación es una variable 
incidente y no de poco peso en el valor comercial de la pasta de coca, ya que incide sobre la 
extracción de las cosechas, y eleva de forma considerable los costos de instalación, 
consolidación de los cultivos y mano obra con labores de soqueo y resiembra. Todo ello 
conlleva a que los cultivadores no puedan decidirse entre invertir en nuevas plantaciones o 
mantenerse en la actividad de los cultivos ilícitos (Vargas C. , 2004). 
Con base en todo lo anterior, resulta interesante y relevante analizar la estrategia de 
erradicación forzosa implementada en el país. Así, reconociendo la variación en los 
resultados de la estrategia, en este trabajo se plantea la siguiente pregunta de investigación: 
¿Cómo se puede explicar la evolución de la estrategia de erradicación manual con GME, 
durante los años 2012-2016, desde un enfoque de implementación de la estrategia? 
Para responder esta pregunta, se plantea como hipótesis que el proceso de 
implementación de la estrategia de erradicación con grupos móviles fue ambiguo y confuso, 
y las actividades y procedimientos fueron vagos y cambiantes. Asimismo, las instituciones 
participantes intervinieron con diferentes intereses debido a que primaron criterios políticos 
sobre los técnicos, lo que entorpece la sinergia institucional y, por consiguiente, no se permite 
que se alcancen los objetivos propuestos para la erradicación manual. 
 En ese orden de ideas, el objetivo general de este trabajo es explicar la evolución de la 
estrategia de erradicación manual durante los años 2012-2016, desde un enfoque de 
implementación de la estrategia. Con el propósito de alcanzar el objetivo principal, se 
plantean los siguientes objetivos específicos: primero, describir la estrategia de erradicación 
Manual con GME del 2004 al 2011; segundo, explicar los cambios en el funcionamiento de 
los GME del 2012 al 2016; y tercero, analizar la efectividad de la implementación de la 
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estrategia de erradicación manual del 2013 al 2016, según el enfoque de gestión pública 
propuesto por Sabatier y Mazmanian1. 
La metodología de esta investigación es de enfoque cualitativo. En primera instancia 
se realizó una revisión documental de fuentes primarias. Como fuentes primarias se 
incluyeron informes oficiales, actas, decretos, leyes y normas en general de las instituciones 
participantes en el proceso de implementación de la erradicación manual. También se 
tuvieron en cuenta otras fuentes secundarias para robustecer el análisis; se revisaron artículos 
y libros relacionados con metodologías y estudios de casos de implementación de políticas 
públicas tanto nacionales como internacionales. De igual manera, se practicaron 3 entrevistas 
a personas del nivel operativo que participaron en la erradicación manual entre los años 2005 
al 2011 desde la Agencia presidencial para la acción social y la cooperación internacional. 
También se realizaron 4 entrevistas semiestructuradas a personas involucradas en el proceso 
de implementación de la erradicación manual con GME en la Unidad Administrativa de 
Consolidación Territorial -UACT- y se entrevistaron personas del nivel directivo de la 
UACT, UNODC, PONAL, Ministerio de Justicia y Cooperación Internacional2. 
Se utilizó un método de análisis de caso de la implementación de la erradicación 
manual con GME, que permitió obtener un conocimiento amplio de esta fase de una política 
pública desde múltiples perspectivas, para así identificar los actores y la implementación de 
la política. Con ello fue posible determinar la efectividad de la implementación de la 
estrategia de erradicación.  
                                                 
1 En este caso, efectividad se entiende como alcanzar el objetivo de una política pública (Roth Deubel, 2017). 
2  Los funcionarios de PONAL, Cooperación Internacional y UNODC no autorizaron el uso de su nombre para 
ser citados en la tesis. Ellos serán citados como “Anónimo” al momento de incluir sus aportes recolectados a 
través de las entrevistas. 
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El tipo de estudio trabajado se puede clasificar como descriptivo, ya que se realiza un 
análisis detallado del problema y se busca entender la incidencia del proceso de 
implementación en la estrategia de erradicación manual con GME durante los años 2012-
2016. También se realiza una categorización conceptual, para ilustrar un supuesto teórico 
partiendo de la premisa que no es eficiente la estrategia de erradicación manual forzosa. Los 
datos y la información recolectada se analizaron e interpretaron con base en las cinco 
categorías establecidas por Sabatier y Mazmanian, conduciendo así a una conclusión sobre 
la efectividad de la estrategia. 
Es importante señalar que se decidió estudiar el período comprendido entre el año 
2012 y el 2016, debido a que según datos del SIMCI, hasta el 2011, las hectáreas anuales 
erradicas por los GME estuvieron por encima del 40 % de las hectáreas totales de coca en el 
país, y las hectáreas de coca totales mantuvieron una tendencia decreciente. Sin embargo, a 
partir del año 2012 se presenta un cambio significativo, encontrando que la afectación de 
hectáreas anuales erradicadas por los GME solo correspondió al 30 % de las hectáreas totales 
en ese año, y a partir de ese momento, esta afectación siguió disminuyendo año tras año hasta 
el 2016, cuando la erradicación manual con GME sólo alcanzó el 2% de las hectáreas totales 
de coca en el país. Es precisamente esta situación la que motiva al investigador a identificar 
qué ocurrió con la implementación de la estrategia en el período comprendido entre 2012 y 
2016.  
Con el propósito de dar cumplimiento a los objetivos propuestos, el estudio se 
estructuró iniciando con un primer capítulo en el que se presenta el marco teórico que se tiene 
como precedente para el desarrollo del trabajo. Este se basa en planteamientos de Mazmanian 
y Sabatier, Roth, Ordoñez, Mayntz y Pressman y Wildavsky, con especial énfasis en lo 
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correspondiente a las características de implementación de políticas públicas. En el segundo 
capítulo se realiza una indagación sobre las generalidades de la estrategia de erradicación 
manual con GME, las condiciones como históricamente se ha dado su implementación, 
normatividad, características de funcionamiento y variación en la institucionalidad de 
implementación. En el tercer capítulo se realiza un estudio acerca de la implementación de 
la estrategia en el periodo 2012 al 2016, se revisan los actores participantes de la 
implementación, el relacionamiento entre ellos, sus objetivos individuales y colectivos y la 
jerarquización de la toma de decisiones.  
En el cuarto capítulo se revisan las condiciones de efectividad de Sabatier y 
Mazmanian, y se analiza su cumplimiento en la implementación de la estrategia de 
erradicación manual con GME durante los años 2012-2016, determinando cómo éstas 
pudieron incidir en el éxito o fracaso de la implementación de esta estrategia. Finalmente, en 
el quinto capítulo, se desarrollan las conclusiones de la investigación, se sintetizan las ideas 
centrales del caso en relación con el marco teórico propuesto, se destacan los hallazgos 
primordiales del estudio, se refiere de manera concisa el estado en que se desarrolló la 
erradicación con GME 2012-2016, y se brindan las recomendaciones en cuanto a la 








1 REFERENCIA TEÓRICA A LA IMPLEMENTACIÓN DE UNA POLÍTICA 
PÚBLICA 
En el presente capítulo se exponen referentes teóricos para entender qué es una 
política pública y su proceso de implementación. Para su desarrollo, se tomaron como base 
los capítulos de Ordoñez y Roth en sus respectivos libros de Políticas Públicas en lo 
correspondiente a la fase de implementación.  Asimismo, se revisan las condiciones de 
efectividad en la implementación de políticas públicas propuestas por Sabatier y Mazmanian 
(1979), que serán la base teórica de la presente tesis. De esta manera, se busca introducir al 
lector en los temas conceptuales más relevantes para el estudio. 
Para empezar, Roth (2017) afirma que una política pública es: 
Un conjunto conformado por unos o varios objetivos colectivos considerados necesarios o 
deseables, de medio y acciones que son tratados, por lo menos parcialmente, por una 
institución u organización gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de 
actores individuales o colectivos para modificar una situación percibida como insatisfactoria 
o problemática. (p.38) 
Los problemas que pretende resolver una política pública son caracterizados 
principalmente por su complejidad. Si esta es mayor, más difícil será la implementación de 
respuestas y soluciones de forma vertical. Esta complejidad hace que se involucren varias 
organizaciones gubernamentales en la implementación de la política pública, cada una de 
ellas con diferentes posiciones en torno a la problemática (Roth Deubel, 2017). 
Para el estudio y análisis de políticas públicas, se han planteado diferentes enfoques, 
uno de los cuales corresponde a los modelos centrados en el análisis de actores relevantes. 
Este enfoque tiene como línea de estudio el conjunto de interacciones entre un tipo específico 
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de actores que estructuran y modelan los procesos de decisión. Bajo este marco se crean las 
teorías de redes, en donde se analizan la diversidad de actores influyentes y el resultado de 
las relaciones entre ellos (Ordóñez, 2013).   
De la interacción entre los actores, se han generado una gran variedad de modelos, de 
los que se puede rescatar las redes de políticas públicas donde los recursos políticos y las 
interacciones que se dan entre diferentes individuos, organizaciones y demás partes 
involucradas, tienden a resolver un problema conjunto en donde el proceso de toma de 
decisiones es distribuido de manera uniforme (Dal Molin & Masella, 2016). 
Otra red de política pública es la de controversias, la cual se refiere a las redes que se 
forman por ciertos actores especializados en algún tema en cuestión. Se desarrolla en torno 
al tema del momento, estos actores están en cambio constante y se mueven no solo por un 
interés político, sino por el interés emocional y académico.  En estas redes se forman 
relaciones horizontales en donde no es fácil identificar cuáles son los actores dominantes 
(Thatcher, 1998) 
Un enfoque más para el estudio de políticas públicas es el ciclo de la política, basada 
en el modelo de elección racional, definiendo los siguientes componentes que la integran: 
identificación del problema público; inclusión dentro de la agenda; formulación de las 
solucio 
nes; negociación política; la toma de decisión; la implementación; evaluación de la 
política pública; y reforma o terminación. Esta aproximación facilita el estudio de Políticas 
Públicas, aunque presenta críticas por la poca claridad explicativa en cuanto al proceso de 
toma decisión. Además, los componentes se encuentran estudiados frecuentemente de 
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manera aislada uno de otro, con un orden que en la realidad no se cumple y difícilmente sigue 
el esquema lineal propuesto. Se presenta de igual manera un sesgo top down, en donde 
prevalecen las decisiones tomadas por parte de unos actores en la implementación de esas 
decisiones (Ordóñez, 2013) 
Es así como la implementación de políticas públicas, una de las fases del ciclo de la 
política, va más allá de un componente técnico y administrativo en el que sus dificultades se 
simplifican a la reacomodación de su funcionamiento, y en el que de una manera ingenieril, 
se encuentran soluciones en la cadena jerárquica. Adicionalmente, la implementación es 
ejecutada por personas, las cuales pueden influenciar positiva o negativamente en el 
resultado. Así, todas las instituciones participantes en el proceso de política poseen diferentes 
intereses sociales, económicos y políticos que los convierte en actores con roles 
determinantes en su desarrollo. Como consecuencia, se plantea que la neutralidad de los 
actores en su participación es más una utopía de la administración pública (Roth Deubel, 
2017, pág. 186). 
La implementación de una política pública se puede definir como la etapa del proceso 
de construcción de una política, en donde esta se empieza a poner en ejecución por la 
burocracia responsable. En esta etapa se produce la conexión entre los tomadores de decisión 
y los receptores de la política, transformándola de una simple política de papel a una política 
con resultados (Knill & Tosun, 2012). Este proceso de implementación es entendido como 
un proceso de ensamble de numerosos y diversos elementos que se encuentran en manos de 
diferentes actores (Bardach, 1977). Se han propuesto diversos enfoques que tienden a 
convertirse en el lazo entre el proceso de decisión de una política y su proceso de ejecución, 
los cuales se presentan a continuación. 
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El primero es el Modelo tradicional Top Down de trabajo,  que sigue un 
direccionamiento desde arriba hacia abajo. Esta concepción separa los procesos de 
formulación de política pública de la implementación, muestra una clara división de las dos, 
priorizando un concepto de la primacía jerárquica de la autoridad. En este modelo la 
implementación solo es medida con el paso del tiempo y al ser ejecutada esta como un sistema 
unitario, se hace más sencillo realizar el control de los procesos y la mejora de la 
comunicación. De esta manera, se puede coordinar de una forma más clara y con líneas de 
mando definidas. (Ordóñez, 2013). 
El otro modelo es el Bottom Up, una concepción contraria al Top Down, que traza el 
desarrollo del problema público tomando un punto de partida para la construcción de la 
política a través de las reglas, procedimientos y estructura organizativa mediante un proceso 
ascendente, en donde la ciudadanía juega un papel importante en el proceso que empieza 
desde el momento del diseño de la política (Roth Deubel, 2017). 
Así, estos dos modelos plantean el debate entre dos posiciones: la primera, de una 
política pública concebida e instrumentada por técnicos desde el nivel central, sin un contacto 
directo con el terreno y que es ejecutada bajo una visión piramidal del Estado. En ella se 
evidencia una clara separación de los actores políticos y administrativos como la vía correcta 
de alcanzar unos objetivos. La segunda, una posición en la cual se propone que la 
implementación debe empezar en los actores de la base piramidal que están en el territorio, 
con una capacidad de aprendizaje, concertación y espontaneidad que permita, por medio de 
un proceso ascendente, la generación de la  política pública con un control más flexible y 
capacidad de delegación (Roth Deubel, 2017) (Diaz, Gutierrez, & Pazzi, 203). 
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A continuación, se estudiarán diferentes enfoques y aspectos a tener en cuenta para la 
implementación de políticas públicas, que se han generado de la reflexión sobre el tema, los 
cuales son necesarios para entender de qué manera se implementa la estrategia de 
erradicación manual y analizar la efectividad de la implementación de esta estrategia. 
1.1 ACTORES QUE PARTICIPAN EN LA IMPLEMENTACIÓN DE UNA 
POLÍTICA 
La implementación de una política es llevada a cabo por diferentes niveles 
administrativos del Estado, así como gremios, parlamentos y otros actores no 
gubernamentales (Roth Deubel, 2017). En esta etapa pueden participar, del nivel nacional, 
ministerios y agencias autónomas adscritas a ministerios, las cuales son consideradas más 
eficientes por la separación de la política de la administración que se busca. Así se intenta 
proteger que las decisiones de implementación no sean captadas por conveniencias políticas 
(Knill & Tosun, 2012). 
Muchos procesos de implementación de programas pueden ser ejecutados por una 
sola institución y su estudio puede resultar más sencillo de analizar. Por otra parte, hay una 
gran cantidad de implementaciones de políticas que están a cargo de múltiples organizaciones 
gubernamentales que se encuentran en diferentes niveles del gobierno. En estas situaciones 
es necesaria la colaboración y las buenas relaciones interorganizacionales para alcanzar los 
objetivos. Estas redes de organizaciones necesitan una coordinación efectiva y tener una 
estructura estable, debido a que sus actuaciones son dependientes de las contribuciones de 
otras (Hall & O´toole, 2000). Por ejemplo, la implementación de una política de drogas de 
un país es un tema que generalmente involucra esfuerzos colaborativos de diferentes agencias 
y ministerios. Instituciones especializadas en salud, finanzas, educación, relaciones 
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exteriores, justicia criminal, entre otros, juegan un rol específico o asumen algún tipo de 
responsabilidad en todo el proceso de implementación de estas políticas (Knill & Tosun, 
2012).  
Bardach (1977) realiza un análisis del proceso de implementación de una política 
pública basado en los actores participantes, recalcando la importancia del uso de la 
persuasión para conseguir la contribución de los actores en los elementos del programa. En 
la implementación se presenta un juego de presión política entre los oponentes, los que 
estuvieron a favor en la toma de la decisión (esperando que la implementación aumentara su 
poder y se acomodara a sus propósitos) y los implementadores. Debido a la participación de 
diversos actores y la presión de opositores, es válido anotar que el mínimo desacuerdo entre 
pocos de ellos puede causar demoras en la operación. Estas demoras se vuelven un círculo 
vicioso que deriva en el aumento exagerado de los costos, incremento de la ansiedad y 
posibles fallas en la implementación. 
En el mismo sentido, Bardach (1977) menciona que en la etapa de implementación 
los actores políticos se muestran al principio con actitud principalmente defensiva, 
preocupados más por cómo les puede afectar el establecimiento de la política pública, y no 
tanto por lo que pueden ganar. Por esto cada actor participante tiene diferentes intereses que 
responden a sus preocupaciones. En un proceso se debe buscar acomodar todos los términos 
de la implementación y así ajustarlo a los miedos particulares de cada miembro.  
En cuanto al rol de los actores, el mismo autor indica que unos participantes 
determinantes en el proceso de implementación son los trabajadores oficiales. Una 
percepción generalizada es que los trabajadores en los niveles bajos de la implementación 
tienden a no obedecer las instrucciones generadas desde arriba. Esta carencia de autoridad se 
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debe a que los directores tienen objetivos individuales que difieren de los que los subalternos 
piensan son los convenientes a la política. Las entidades implementadoras en la ejecución de 
nuevos programas tienden a ser resistentes a los cambios que estos puedan generar, por lo 
que se generar obstáculos al interior de las mismas (Bardach, 1977).  
 
1.2 CONDICIONES DE UNA IMPLENTACIÓN EFECTIVA 
De conformidad con lo expuesto en el acápite anterior en cuanto al estudio de la 
implementación como un componente a posteriori de la toma de decisiones, Sabatier y 
Mazmanian (1979) proponen un análisis interesante en donde identifican 5 condiciones 
generalmente necesarias que conducen a la efectividad de la implementación3. Vale la pena 
indagar con mayor profundidad en estos lineamientos, con el fin de tener elementos 
suficientes para analizar la implementación de la Estrategia de Erradicación Manual en 
Colombia. 
En primer lugar, es importante resaltar que la primera condición manifiesta debe estar 
encaminada a verificar la necesidad de un programa de implementación que permita 
vislumbrar cómo el cambio que se busca realizar en la población objetivo ayuda a conseguir 
el éxito en la implementación de la política. 
 Este planteamiento expone la necesidad de hacer una escogencia idónea y pertinente 
de la población objetivo con el fin de que ésta tenga incidencia directa en el impacto deseado 
en la meta. De esa manera, si se logra un cambio en la población y ésta no está relacionada 
                                                 
3 Es necesario aclarar que hay factores que están bajo el control total de los formuladores de políticas y otros 
que son externos 
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directamente y correlativamente con los deseos del Estado en su implementación, se estaría 
ante una política desenfocada y por lo tanto ineficiente que redunda principalmente en la 
pérdida de recursos y en el objetivo esperado de la misma. 
  La segunda condición consiste en establecer una normatividad clara, precisa y que 
establezca de manera coherente las funciones, roles y estructuras del proceso que eviten 
interpretaciones y ambigüedades o disfunciones en su implementación. Para lo anterior se 
deben establecer unos elementos claves que están bajo el control de los formuladores como 
se pueden ver en Tabla 1: 
Tabla 1 Elementos normatividad para una implementación exitosa 
ELEMENTOS CLAVES DESCRIPCIÓN 
Objetivos de la política 
son precisos y 
categorizados 
Los objetivos deben ser precisos, clasificados internamente en las 
organizaciones y entre todos los actores estatales participantes, con 
directrices específicas, claras, concretas y sin ambigüedades, de 
manera que permita a los directores encargados de la 
implementación confrontar entre ellos, pero sin evadir la operación 
de implementación debido a que están cumpliendo una 
normatividad.  
Recursos suficientes para 
el desarrollo de las 
actividades 
Que la implementación cuente con los recursos necesarios para el 
desarrollo de la operación, estos recursos deben ser acorde a la 
probabilidad del alcance de los objetivos. En algunos temas pueda 
que los recursos financieros sean problemáticos debido a las 
necesidades de mano de obra, tecnología, entre otras que pueden 
aumentar considerablemente el presupuesto requerido. 
Implementación es 
asignada a entidades 
comprometidas con los 
objetivos del programa 
Si la implementación es asignada a una nueva agencia, el programa 
se debe establecer como la principal prioridad, y la creación de 
nuevas posiciones brindará oportunidades a un gran respaldo a la 
política. Si se asigna a una entidad existente, los objetivos del 
programa deben alinearse con la orientación de la institución. Es 
importante que los directores de esta institucionalidad estén 
orientados a los objetivos de la nueva legislación. Hay que tener en 
el radar que la introducción de nuevas políticas en antiguas agencias 
genera confusión y hostilidad, y el nuevo mandato tiende a 
distorsionarse con una clara predominancia a la resistencia al 
cambio de los funcionarios de carrera. 
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Establecimiento de la 
integración jerárquica de 
las instituciones 
encargadas de la 
implementación:  
Debido a la dificultad de conseguir acciones coordinadas entre las 
instituciones participantes de manera directa o indirecta en una 
implementación, es necesario que el estatuto que reglamente la 
nueva política defina la estructura jerárquica de las agencias 
implementadoras. Si se crea una integración débil, surgirán 
problemas debido a que cada institución elegirá responder a 
objetivos individuales. Si las directrices son claras se puede 
controlar el riesgo al veto y a los cuellos de botellas que pueden ser 
generados en actores participantes con poder de entorpecer. 
Los mecanismos de toma 
de decisiones de los entes 
implementadores son 
soportados en los 
objetivos de la política 
Establecer las reglas formales de toma de decisión en las entidades 
implementadoras. La ley puede asignar la toma de decisión final a 
las entidades que son más afines a los objetivos de la 
implementación. De igual forma cuando hay comisiones con 
múltiples miembros, el estatuto puede determinar la mayoría 
necesaria para diferentes acciones. 
Oportunidades amplias 
para la participación e 
intervención de los grupos 
organizados que apoyan la 
política 
De esta manera se genera un control por parte de los actores que 
defienden la política, los cuales pueden intervenir en el caso de que 
los encargados de la implementación no actúen de manera 
consistente con los objetivos estatutarios.  
Fuente: Elaboración propia a partir del estudio de Sabatier y Mazmanian (2019). 
 
La tercera condición manifiesta la necesidad de que los directores de las instituciones 
implementadoras posean capacidades gerenciales, técnicas y políticas para convencer a 
opositores y destinatarios de la política, movilizar acompañamiento y presentar hábilmente 
los desarrollos de la implementación a los medios de comunicación. Además, es sumamente 
necesario que estén capacitados para la resolución de los conflictos internos que se generen 
en el progreso de la implementación.  
La cuarta condición orienta a un programa que cuente con apoyo social y político en 
las ramas legislativas y ejecutivas, para asegurar que sea constante el ingreso anual de 
recursos financieros al programa y posibilitar que las directrices puedan ser modificadas si 
se presentan dificultades en el transcurso de la implementación. Sin embargo, se debe tener 
presente que se pueden presentar inconvenientes que conducen a la disminución del apoyo 
social y político, como son: disminución del interés del público y los medios de 
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comunicación; aparición de nuevas iniciativas, legisladores sin los medios suficientes para 
monitorear la implementación. 
La última condición, es que las condiciones sociales, económicas, políticas y el 
entorno internacional se mantengan estables durante la implementación. Este entorno 
favorable permite que no varíe el interés de los actores y de los receptores de la política, y 
así no se generen resistencia en grupos organizados, que puedan causar reajustes en los 
objetivos. 
Así las cosas, tomando este enfoque de Sabatier y Mazmanian, Ordoñez (2013) 
realiza una adaptación de las condiciones de efectividad y propone la lista de chequeo como 
otro modo de entender si la implementación de una política es efectiva o no y la cual esta 
descrita en la Tabla 2: 
Tabla 2. Lista de chequeo de la implementación exitosa 
Criterio 
1 Buen Diseño 
1.1 Están correctamente determinadas las causas y problemas 
1.2 Hay consistencia entre las causas del problema y las alternativas implementadas 
1.3 Los objetivos de la política están de acuerdo con la formulación del problema 
1.4 Fueron consideradas las consecuencias de implementación a largo plazo 
2 Buen apoyo administrativo 
2.1 Se cuenta con responsables con capacidades administrativas para la implementación de la 
decisión 
2.2 Hay coordinación entre diferentes instituciones en el proceso de implementación. 
2.3 Se cuenta con responsables apto para el buen manejo del dinero. 
3 Buen entorno 
3.1 Se cuenta con el apoyo de grupos organizados y de actores políticos de peso para la 
implementación de la decisión 
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3.2 Existe un plan de monitoreo para determinar los cambios en el entorno y hacer los cambios 
necesarios  
3.3 La población objetivo es consciente de la existencia del problema. 
Fuente: Ordóñez, 2013, p. 226  
Los planteamientos de Sabatier y Mazmanian no han estado exentos de comentarios 
y críticas a su modelo. Por un lado Vargas (2017), considera que Sabatier y Mazmanian 
(1979) observan una división entre la formulación y la implementación de la política. Según 
Vargas, estos autores atribuyen las problemáticas en la implementación a la ausencia de 
claridad en los objetivos, variables políticas presentes y exponen la necesidad de agrupar la 
formulación y la implementación como un todo.  
Por otro lado, en el libro de Análisis y Gestión de Políticas Públicas se exponen las 
ideas de Sabatier y Mazmanian (1979) dentro de una visión Top-down, en donde el análisis 
de la implementación de las políticas públicas debe partir de las decisiones de las autoridades 
político-administrativas, los actores deben estudiarse de arriba hacia abajo y a lo privado, 
teniendo como criterios para la evaluación de la calidad del proceso, la normatividad y la 
eficacia (Subirats, Knoepfel, Larrue, & Varone, 2008). 
Si bien es importante tomar en cuenta lo analizado por otros autores como Ordoñez,  
en cuanto de proponer una alternativa a las condiciones de efectividad que analicen de igual 
manera la implementación; Vargas quien expone que para este análisis propuesto se debería 
estudiar la formulación y la implementación, debido a que los errores en la formulación son 
percibidos en la implementación; Subirats, Knoepfel, Larrue, & Varone que observan el 
sector privado como actores primordiales a incluir y además tener en cuenta la calidad en el 
proceso de la implmentación, para el presente trabajo seguiremos los lineamientos del 
documento escrito por Sabatier y Mazmanian debido a que todavía está vigente y presenta 
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unas características fundamentales para adaptarlo al análisis de la estrategia de erradicación 
que se entiende bajo el modelo de una implementación Top-Down. 
 
 
1.3  OTRAS CONDICIONES RELEVANTES EN LA 
IMPLEMENTACIÓN. 
En un estudio de caso realizado por Pressman y Wildavsky (1998) sobre la 
implementación del programa de préstamo de la ADE en Oakland, se muestra la 
imposibilidad de predecir la cantidad de actores e intereses por parte de los involucrados que 
tomarán partido en la etapa de implementación de la política pública. Los autores plantean 
que a pesar de que en un principio los actores pueden tener acuerdos definidos, a medida que 
se desarrolla el ejercicio van apareciendo diferentes posturas, nuevos actores no 
contemplados e intereses individuales muy acentuados.  
Asimismo, los autores indican que en una implementación se presenta una gran 
cantidad de participantes con perspectivas distintas y que difieren en cuanto a la urgencia e 
importancia del programa. De este modo, las entidades no asumen la misma postura en la 
confianza del éxito del programa, aunque no hayan discrepado al principio del programa. 
Estos inconvenientes se presentan debido a que las instituciones participantes pueden 
encontrar elementos que obstaculizan el desarrollo de la implementación, como los 
siguientes: Incompatibilidad directa con otras metas de la organización; preferencia en otro 
programa sobre el mencionado; diversos proyectos a realizar en la organización que exijan 
mayor tiempo y atención; desacuerdo con la urgencia de la implementación del programa; 
diferencias respecto a la jerarquización de la implementación; dificultades legales; logros de 
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acuerdos entre los actores pero con carencia de recursos y de poder político suficiente para 
sacar a flote la implementación.  
Como resultado, Pressman y Wildavsky afirman que, debido a su difícil predicción, 
es en la realidad de los procesos de implementación en donde surgirán inquietudes que deben 
ser resueltas en el transcurso de este. La implementación de un programa debe ser capaz de 
adaptarse al ambiente en el cual se presenta, en donde los participantes principales se 
esfuercen en el uso de los recursos, y se puedan disminuir demoras por las trabas presentadas 
y los puntos en común a definir. Así, la política debe contar con un plan de acción que le 
permita maniobrabilidad en situaciones de poca intensidad participativa de los actores, en 
donde se busque mantener el interés de los participantes y disminuir las demoras.    
Al realizar un análisis de la implementación de una política pública como respuesta a 
una problemática relevante, Ingram (1990) menciona que no hay un modelo superior en el 
desarrollo del estudio. Así, se puede entender la implementación como un proceso 
direccionado sobre circunstancias particulares y amplias donde interactúan múltiples 
variables que influyen de manera directa o indirecta, y que conllevan a que este debe ser 
analizado de una manera flexible y multidimensional. Esta autora plantea que la formulación 
y la implementación deben ser preferiblemente vistas como una red. Así las cosas, Ingram 
propone tener en cuenta dos variables principales: costos de negociación y costos de 
información.  
Los costos de negociación son los costos que se desprenden de conseguir un acuerdo 
entre diferentes partes involucradas en una implementación para responder a una solución, 
incluyendo los costos necesarios para expandir los esfuerzos de construir una posición en 
donde las partes puedan coincidir. Por su parte, los costos de información corresponden al 
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costo de adquirir la información que les permita a los implementadores planificar las 
diferentes consecuencias de las posibles acciones ejecutadas o la validez de las mismas, 
desprendida de la relación entre las acciones gubernamentales y los impactos de la política 
(Ingram, 1990). 
De estos tipos de costos y sus relaciones se pueden identificar cuatro diferentes tipos 
de políticas que pueden establecerse como resultado. De igual manera, Ingram propone unos 
criterios de evaluación y unas variables críticas para la implementación que Roth (2017, pág. 
222) resume en la Tabla 3: 
Tabla 3. Un marco flexible para el análisis de implementación según Ingram. 
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2 ESTRATEGIA DE ERRADICACIÓN MANUAL CON GME: HISTORIA Y 
GENERALIDADES 
 
2.1 CREACIÓN, IMPLEMENTACIÓN Y DESARROLLO DE LOS GME 
La lucha contra los cultivos ilícitos en zonas tradicionalmente cocaleras ocasionó un 
fenómeno de traslado hacia nuevas zonas (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - 
PCI, 2006). El desplazamiento de un lugar a otro es una consecuencia de la lucha antidroga, 
la cual Thoumi (2005a)  plantea como el mayor alcance del Estado Colombiano. En este 
sentido, Peceny y Durman (2006) proponen que este efecto globo correspondiente a las 
estrategias de erradicación de cultivos ilícitos garantiza que cuando un cultivo es erradicado 
en algún lugar, este va a reaparecer en otra región o país para mantener la oferta. 
Por otro lado, Roth (2017) afirma que cuando una situación es percibida como 
problemática o insatisfactoria se generan unos objetivos colectivos deseables, que son 
manejados por parte de una institución o agencia gubernamental, con el fin de direccionar el 
comportamiento de los diversos actores y de este modo modificarla. Fue así que debido a la 
problemática del aumento de los cultivos ilícitos en ciertas áreas del país con características 
especiales -como economías campesinas, áreas de Parques Nacionales Naturales, 
asentamientos humanos, entre otros (Ministerio de Defensa Nacional, s.f.)-,y en razón a que 
esta dinámica territorial empezó a degenerar las bases sociales, económicas y ambientales, 
situación que de no ser neutralizada por el Estado podía derivar en condiciones de pérdida de 
la gobernabilidad (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2006), el Gobierno 
de Colombia creó los GME como una estrategia complementaria de lucha contra los cultivos 
ilícitos, para controlar su traslado a estas áreas (WOLA, abril de 2008). Esta estrategia se 
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enmarca en la búsqueda de reducción de la oferta de drogas ilícitas y se encuentra dentro del 
conjunto de acciones que permiten contrarrestar las actividades de obtención, oferta y 
comercialización de drogas ilícitas en los diferentes mercados consumidores  (Consejo 
Nacional de Política Económica y Social, 2010). 
Este programa de estrategia de erradicación manual y mecánica forzosa, nació como 
un complemento a las otras acciones realizadas por el Estado en la Política Integral de Lucha 
Contra las Drogas, y está inspirado en la experiencia peruana del Proyecto Especial Control 
y Reducción de Coca en el Alto Huallaga (CORAH) (Programa Presidencial Contra Cultivos 
Ilícitos - PCI, 2006). 
En cuanto al surgimiento de los GME, un funcionario que perteneció a ellos menciona 
que estos se crearon como una operación complementaria a la aspersión aérea, la cual solo 
se realizaba en grandes extensiones de cultivos y en ciertas zonas donde estaba permitido 
realizar esta tarea, lo que impedía afectar diferentes regiones con restricciones ambientales. 
Como consecuencia de que había ciertas áreas donde las avionetas no podían operar, se 
crearon estos grupos bajo el diseño de la logística de una operación militar (P, Rendón, 
Comunicación personal, 12 de septiembre de 2018) 
La creación de los GME se originó en el primer semestre del año 2004, por una idea 
del entonces alto Consejero Presidencial, Luis Alfo 
nso Hoyos, quien decidió buscar apoyo económico de la empresa privada y contratar 
civiles para que, protegidos por la Fuerza Pública, arrancaran de forma manual las matas de 
coca. Para ello, se realizó una prueba piloto en Arboleda, un corregimiento de Pensilvania, 
Caldas, en la cual participaron campesinos llevados del municipio vecino de Marquetalia 
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(Acción Social, 2006). Esta idea se pudo materializar debido a que  el desarrollo de un plan 
de aspersión aérea era rechazado contundentemente por toda la población (Revista Semana, 
2006). 
Debido al éxito de la prueba y a la erradicación de 161 hectáreas de coca en dos meses, 
el 6 de agosto de 2004 Victoria Eugenia Restrepo, quien se desempeñaba como directora del 
Programa de Desarrollo Alternativo, presentó la siguiente propuesta ante el Consejo 
Directivo del Fondo de Inversión Para la Paz, presidido por Bernardo Moreno, entonces 
director del DAPRE4.  
Propuesta Estrategia de Lucha Contra los Cultivos Ilícitos: Debido a que la 
Estrategia de Lucha Contra los Cultivos Ilícitos fue diseñada en esta vigencia 
y no existe un presupuesto asignado para la misma, se requiere financiarla con 
recursos que no vayan a "ser utilizados por los demás Programas, por lo 
anterior, se solicita autorizar el traslado de los saldos de los diferentes 
Programas del FIP, para financiar a través de la estrategia FIDS, la erradicación 
manual y mecánica forzosa, la cual será ejecutada por el Programa Desarrollo 
Alternativo. Esta solicitud fue aprobada por los miembros del Consejo 
Directivo. (DAPRE, 2004, pág. 6) 
Al respecto, Victoria Restrepo comentó que fue difícil comenzar con esta estrategia, 
ya que hubo incredulidad por parte del mismo gobierno. Incluso un ministro de la época, al 
conocer su iniciativa le manifestó que era iluso pensar que se podía erradicar más coca a 
mano que con la fumigación (Semana, 2006). 
                                                 
4  Departamento Administrativo de la Presidencia de la República 
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A pesar de la poca confianza en la idea, se realizaron cuatro nuevas pruebas pilotos 
de erradicación manual en el año 2004, las cuales permitieron definir los lineamientos para 
establecer el proceso de erradicación. Estos lineamientos son: grupos de trabajo, 
coordinación interinstitucional, operación y seguridad, monitoreo y verificación de 
resultados (Gestión Presidencial Contra los Cultivos Ilícitos -PCI, 2010). Más adelante, en el 
2005, la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción 
Social, constituyó los Grupos Móviles de Erradicación, GME, como estrategia del Programa 
de Lucha contra los Cultivos Ilícitos (Acción Social, 2006).  En ese momento se dio inicio a 
la implementación de esta estrategia, esta fase de la política pública según palabras de Knill 
& Tosun (2012), se da cuando se empieza a cambiar de una política escrita a una política con 
resultados. 
  Los GME, se conformaron bajo el marco normativo que se puede observar en la  
Tabla 4. 
Tabla 4 Marco Normativo 
Norma Descripción 
La Ley 30 de 1986 Reglamentada por el Decreto Nacional 3788 de 1986, Mediante 
la cual se adopta el Estatuto Nacional de Estupefacientes y se 
crea el Consejo Nacional de Estupefacientes y los Consejos 
Seccionales de Estupefacientes, en el capítulo VII artículo 77 
establece que las plantaciones ilícitas deben ser destruidas 
mediante los métodos más adecuados.  
La Resolución No. 
1065 del 26 de 
noviembre de 2001 
del Ministerio del 
Medio Ambiente 
Modificada por la resolución 1054 del 30 de septiembre de 
2003, “Por medio de la cual se impone un plan de manejo y se 
toman otras determinaciones”, dicta los parámetros técnicos 
para el manejo ambiental en áreas erradicadas con glifosato por 
aspersión aérea.  
La Resolución No. 
0013 del 27 de junio 
de 2003 de la 
Por medio de la cual se adopta un nuevo procedimiento para el 





Fuente: Elaboración propia. 
Los Grupos Móviles de Erradicación fueron creados como una Estrategia del 
Programa Contra Cultivos Ilícitos (PCI), el cual se adscribió a la Agencia Presidencial para 
la Acción Social y la Cooperación Internacional ACCI en el 2005. El PCI funcionó con 
recursos del Fondo de Inversión para la Paz FIP, el cual fue creado “como principal 
instrumento de financiación de programas y proyectos estructurados para la obtención de la 
Paz”, mediante la Ley 487 del 24 de diciembre de 1998. Posteriormente fue reorganizado 
mediante el Decreto 1813 de 2000, por el Decreto 1003 de 2001 y adscrito la ACCI mediante 
el decreto 2467 de 2005. 
La implementación de la estrategia de erradicación manual se convirtió en un 
problema de alta complejidad debido a la inseguridad que se presentaba en las zonas donde 
se desarrollaba la estrategia. Al respecto, Roth (2017) plantea que la complejidad en una 
política pública hace que se involucren diferentes organizaciones gubernamentales en la 
etapa de implementación, cada una con diferentes posiciones ante la problemática; de igual 
manera, Knill & Tosun (2012) proponen que en la implementación de una política pública  
intervienen diferentes entidades del Estado que participan de manera coordinada, cada una  
con funciones específicas y asumiendo responsabilidades en el proceso. Si esta propuesta se 
lleva a la implementación de la estrategia de erradicación manual, se puede observar que en 
ella participaban diferentes actores los cuales cumplían unos roles diferentes (ver Tabla 5) 




Tabla 5 Instituciones participantes en la Erradicación Manual con GME  
Institución Funciones 
Ejército Nacional y Policía 
Nacional 
Seguridad de los erradicadores en la zona y estudio de seguridad. 
Fiscalía Judicialización de personas y extinción de dominio. 
Plan Colombia Coordinación, apoyo, implementación y evaluación de la operación del 
equipo de trabajo denominado Grupo Móvil de erradicación. 
DIRAN Seguridad a cuadrillas erradicadoras, información técnica y 
judicialización de personas. 
Gobernación Apoyo en la logística de erradicación  
Alcaldía Apoyo en la logística de erradicación  
Dirección Nacional 
de Estupefacientes 
Apoyo en la presentación del GME dentro de Consejos Seccionales de 
Estupefacientes, asesoría técnica y divulgación de mensajes radiales y/o 
escritos de prevención tendientes a la reducción de la oferta.  
Fuente: Tomado de  (PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 2005) 
 
A pesar de la alta complejidad de la implementación de la estrategia y de los diversos 
actores involucrados,  la erradicación manual se convirtió en una estrategia central del 
gobierno, debido a que, comparada con los otros sistemas de erradicación, sus costos de 
implementación son menores, no genera impacto negativo en el ecosistema y  en las zonas 
de especial manejo ambiental, no daña los cultivos lícitos cercanos a las plantaciones ilícitas, 
y no genera agravantes en la seguridad alimentaria de los campesinos (Programa Presidencial 
Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2006). 
 
2.2 CONFORMACIÓN DE LOS GRUPOS MÓVILES DE 
ERRADICACIÓN 
En un principio, los GME estaban conformados por grupos de aproximadamente 30 
personas, principalmente campesinos o reinsertados, los cuales se disponían a realizar las 
labores de erradicación manual por un tiempo que podía ir de treinta a cuarenta y cinco días 
en diferentes lugares del territorio nacional  (Observatorio de Drogas de Colombia, 2006). 
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Entre las personas que hacían parte de esos grupos, los GME también contaron con  
personas desmovilizadas de grupos alzados en armas, dando cumplimiento a lo establecido 
en el artículo 4 del Decreto 2767 DE 2004, el cual ofrece beneficios a los desmovilizados o 
reincorporados que de manera voluntaria apoyen diferentes actividades de cooperación a la 
Fuerza Pública (Ministerio de Defensa Nacional, s.f.). Fue así como en el 2006 se realizó un 
plan piloto para el personal desmovilizado que quisiera participar en las labores de 
erradicación manual, comenzando en Urabá y Córdoba bajo el liderazgo de dos jefes 
paramilitares, Salvatore Mancuso y Vicente Castaño. Esta operación fue entendida como una 
salida viable para el problema de cultivos de coca que agobiaba el país y, al mismo tiempo, 
solucionaba el problema de empleabilidad de los desmovilizados (Semana, 2006). Sin 
embargo, debido a los problemas de indisciplina que se presentaban al interior de los grupos 
del plan piloto, no se continuó vinculando a reinsertados a los GME. (P, Rendón5, 
Comunicación personal, 12 de septiembre de 2018). 
Los GME estaban conformados por campesinos de diferentes regiones del país, los 
cuales tenían diferentes roles: un capataz, quien los lideraba y apoyaba en la selección del 
personal en la región; dos rancheros, los cuales se encargaban de la preparación de los 
alimentos del grupo; y 28 erradicadores, quienes se encargaban de arrancar las matas de los 
cultivos ilícitos encontrados. Por razones de seguridad, estos grupos nunca trabajaban dos 
veces en la misma zona, sino que se trasladaban de un lugar a otro. Por ejemplo, los grupos 
que inicialmente erradicaban en Nariño se desplazaban posteriormente a Cauca (P, Rendón, 
                                                 
5 Pedro Rendón se desempeñó en la estrategia de erradicación manual como coordinador zonal desde el año 
2004 hasta el año 2015. 
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Comunicación personal, 12 de septiembre de 2018)  (Programa Presidencial Contra Cultivos 
Ilícitos - PCI, 2006).  
Adicional a este personal, existía un Coordinador Nacional de los GME, quien 
comandaba y gerenciaba la operación desde el nivel central, y además articulaba y 
coordinaba con El Ejército Colombiano o la Policía Nacional cuáles eran los municipios por 
intervenir. Este coordinador contaba con un equipo administrativo para el tema de facturación 
(P, Rendón, Comunicación personal, 12 de septiembre de 2018). 
Asimismo, se contaba con un Coordinador Zonal, quien como mencionan el 
Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos (2010) y Rendón (Comunicación personal, 12 
de septiembre de 2018), era el encargado de la logística de la operación en una zona de 
intervención que el nivel central le asignaba, y era el encargado de la logística necesaria para 
los GME de su zona, todo lo cual se realizaba en coordinación con la Fuerza Pública. Este 
funcionario era el encargado de ir al lugar determinado, realizar la respectiva coordinación 
con las demás entidades participantes en la operación, definir la fecha y modo como se 
realizaría la operación, los puntos específicos de encuentro y los puntos de salida de los GME. 
Como evidencia del cumplimiento de estas funciones se generaban actas de compromiso. 
Otro de los cargos que se manejaban era el de jefe zonal, quien era el responsable de 
dirigir el GME, confirmar los lotes a erradicar y garantizar que la ejecución se realizara bajo 
los protocolos establecidos. Finalmente, existía un enfermero, quien prestaba los primeros 
auxilios en caso de algún inconveniente que afectara la salud de los trabajadores (Programa 




2.3 PLANEACIÓN DE LA OPERACIÓN Y CERTIFICACIÓN DE LOS 
RESULTADOS. 
El tema de inseguridad en el país ha sido complicado, especialmente en las zonas 
objetivo de la estrategia de erradicación manual. Por esto, para la implementación de la 
operación se necesitaba el trabajo articulado de los GME con la Policía Nacional, quienes 
prestaban el primer anillo de seguridad al grupo y lo acompañaban desde área vivac6 -lugar 
donde acampaba el GME- al lugar de los cultivos a hacer la erradicación. En anillos externos 
a la zona se contaba con grupos del ejército, a quienes desde la etapa de planeación se les 
informaba la ubicación que iban a tener los grupos, para que ellos garantizaran la seguridad 
(P, Rendón, Comunicación personal, 12 de septiembre de 2018). 
El primer paso a seguir para la entrada en la operación del GME era la priorización 
de las áreas a intervenir. Estas áreas correspondían a las zonas donde no se podía combatir el 
flagelo mediante la aspersión aérea que realizaba la Policía Antinarcóticos, y tampoco 
mediante el Programa de Desarrollo Alternativo, y se establecían teniendo en cuenta la 
identificación por el Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos SIMCI y la 
información reportada por la Fuerza Pública que se encontraba en los lugares (Programa 
Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2006). 
 
La definición de las áreas a intervenir generalmente estuvo liderada por la Policía 
Antinarcóticos, con el acompañamiento del personal de los GME encargado de los sistemas 
de información y la cartografía, que apoyaban las decisiones de la Policía Nacional para la 
                                                 
6 Según la Real Academia de Española vivac se define como un campamento, especialmente militar, instalado 
de manera provisional para pasar la noche al raso. 
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determinación de las zonas donde se encontraban las concentraciones de cultivos a atacar. 
Otras veces se determinaba la focalización por directrices del Gobierno Nacional, para lo 
cual se realizaban reuniones de alto nivel articuladas entre la Policía Nacional, las Fuerzas 
Militares y los GME, en las que se identificaba cómo iba a ser la estrategia de erradicación 
para el año de acuerdo con una meta establecida por el Gobierno Nacional. Allí se priorizaban 
unos departamentos y municipios de acuerdo con el análisis del censo de cultivos ilícitos e 
información de cultivos ilícitos de la zona (P, Rendón, Comunicación personal, 12 de 
septiembre de 2018). 
Al respecto, mediante entrevista realizada a Mario Murillo7 (Comunicación personal, 
14 de febrero de 2019) se pudo identificar que en un inicio entre los años 2004 al 2007, una 
vez priorizados los municipios, los GME ingresaban a los lugares estipulados e 
inmediatamente comenzaban a erradicar, ya que existía tal cantidad de cultivos ilícitos que 
estos estaban a la vista y no hacía necesario que se planeara de manera exhaustiva las 
coordenadas exactas a las que se debía ingresar a erradicar. Esta versión concuerda con lo 
que menciona el PCI (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2010), el cual se 
pronuncia en el mismo sentido. En cambio, desde el año 2008 el tamaño de los lotes de 
cultivos ilícitos se había reducido, y estos se encontraban más distantes de los centros 
poblados, lo que hacía más compleja su localización. Por ello, los GME implementaron un 
grupo encargado de los sistemas de información geográfica, el cual apoyaba la planeación de 
la erradicación manual dando las coordenadas precisas donde se debía erradicar, y tenía 
                                                 
7  Mario murillo ejerció funciones de apoyo y coordinación de los sistemas de información geográfica de los 
GME entre los años 2007-2012. 
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contacto directo con los jefes y coordinadores zonales, y además realizaba el seguimiento a 
la estrategia.  
De igual manera, Murillo (Comunicación personal, 14 de febrero de 2019) menciona 
que este grupo fue clave para la operación de los GME, ya que los censos en los que se 
indicaban los lugares donde había cultivos ilícitos y el número de hectáreas cultivadas se 
publicaban a mediados de cada año, por lo que durante los primeros seis meses de cada 
vigencia no se contaba con información actualizada para la planeación. Esta información era 
fundamental, ya que la dinámica de los cultivos es cambiante, y existían diversos factores 
que podían ocasionar que, al ingresar a los lugares señalados por el último censo, no se 
encontraran las plantaciones buscadas. Para solucionar esta problemática, el grupo encargado 
de los sistemas de información geográfica programaba sobrevuelos de verificación en las 
zonas en las que de acuerdo con la información del último censo hubiera cultivos ilícitos. En 
estos sobrevuelos participaba el grupo de sistema de los GME y personal de Fuerza Pública, 
y en ellos, se tomaba un panorama amplio de la zona, con líneas de vuelos de una milla de 
distancia cada una.  
Posteriormente, se hacían sobrevuelos en un helicóptero donde se tomaban las 
coordenadas específicas de los cultivos ilícitos mediante Sistema de Posicionamiento Global 
(GPS), y se estimaba el número total de hectáreas en el área (M. Murillo, Comunicación 
personal, 14 de febrero de 2019). Es así como este grupo, mediante un trabajo matemático, 
identificaba ciertas áreas a las que denominaba los plots de erradicación, indicando para cada 
una de ellas una proyección del número de hectáreas de cultivos ilícitos existentes, y con esta 
información se podía prever cuántos GME se debían ingresar a dichas áreas y qué tanto 
personal de seguridad se necesitaría para la operación. Adicionalmente, se hacían cálculos a 
 42 
 
través de procesos de análisis espaciales para identificar los núcleos de cultivos de coca, y se 
realizaba una priorización basada en aquellos núcleos que poseían las concentraciones más 
altas (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2006; Programa Presidencial 
Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2010). 
Después de haber realizado la planeación de las zonas a intervenir, la operación 
quedaba a cargo del coordinador zonal, quien viajaba a la zona de intervención a realizar 
reuniones de alineación con la Fuerza Pública del nivel regional para planear todos los 
pormenores de la operación, como el lugar de concentración del personal, el modo y las rutas 
de ingreso -terrestre o aéreo-, la verificación de la disponibilidad de personal de seguridad y 
la logística de la operación (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2006). 
Adicionalmente, en estas reuniones de alineación se determinaba lo que se conoce 
como el eje de avance, el cual es una ruta específica para cada punto de erradicación, que 
permite optimizar la movilidad de los grupos, y la cual se determina con base en la 
priorización y caracterización de la zona (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos, 
2009). 
Una vez ejecutados los pasos anteriores se procedía a realizar el ingreso de los grupos, 
y posterior a ello se realizaba una labor operativa, en la cual cada institución participante 
cumplía una función. Un día de erradicación iniciaba en las horas de la madrugada, cuando 
los rancheros de cada grupo preparaban la comida que los erradicadores consumirían durante 
su jornada de trabajo. El personal transitaba el camino desde el campamento hasta el núcleo 
de cultivos ilícitos en donde se dispondría a erradicar custodiado por la Fuerza Pública. Los 
grupos iban acompañados por un jefe zonal, quien se ocupaba de este personal civil. Por su 
parte, la Fuerza Pública tenía un comandante asignado en terreno para garantizar la seguridad 
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de los GME.   Diariamente se hacían reuniones para evaluar y retroalimentar las actividades 
desarrolladas (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2010). 
Para comprobar que los cultivos ilícitos habían sido erradicados, inicialmente las 
Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito-UNODC hacían toma de muestras aleatorias de 
los lotes intervenidos por los GME. Sin embargo, a partir del año 2007 durante toda la fase 
de erradicación se contaba con un monitor de la UNODC, quien se encargaba de medir todos 
los lotes erradicados mediante GPS, los consignaba en una bitácora, la cual entregaba a la 
oficina central de la UNODC al finalizar la fase.  La oficina central de la UNODC, ubicada 
en Bogotá, realizaba la validación y verificación de la información reportada por el monitor, 
y con base en ello elaboraba un informe que contenía las cifras oficiales de los cultivos 
erradicados (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2010). 
De acuerdo con todo lo anterior, se podría decir que en la etapa de implementación 
predominaba un modelo Top-Down, debido a que tal como menciona Ordoñez (2013), existía 
una superioridad jerárquica desde el momento de la priorización de las zonas a intervenir, y 
adicionalmente, las decisiones se tomaban en los altos niveles la pirámide, para ser ejecutadas 
por quienes ocupaban cargos en los niveles más bajos. 
 
2.4 FUNCIONAMIENTO LOGÍSTICO Y PRESUPUESTAL DE LOS 
GME. 
El funcionamiento de los GME se financiaba con recursos del Fondo de Inversión 
para la Paz-FIP, el cual era un fondo de naturaleza privada, pero que se manejaba con algunas 
características de la Ley 80, siendo más flexible en su ejecución por la complejidad de las 
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operaciones. En un principio, todas las adquisiciones de los GME se hacían mediante un 
fondo fiduciario8, al cual se le asignaban todos los recursos financieros para que se encargara 
de realizar las compras requeridas (S. Donado9, Comunicación personal, 6 de septiembre de 
2018). 
La administración logística incluía la compra de víveres, camping, herramientas de 
trabajo, elementos de cocina y transporte, y esta función en un comienzo estaba a cargo de 
los coordinadores zonales, quienes se encargaban de realizar todas las compras en el territorio 
a intervenir, con el fin de incentivar la economía local. Estas compras eran legalizadas 
posteriormente mediante el fondo fiduciario.  Al respecto, se menciona que aunque nunca 
hubo una reglamentación que indicara que de estos recursos se debía proporcionar 
alimentación a la Policía Nacional, esta fue una práctica habitual y este apoyo se prestó desde 
el principio de la estrategia (OBSERVATORIO DE DROGAS, 2008) (S. Donado, 
(Comunicación personal, 6 de septiembre de 2018 & P, Rendón, Comunicación personal, 12 
de septiembre de 2018). Sin embargo, a partir del año 2010 se empezaron a realizar procesos 
de contratación para las provisiones de los diferentes insumos requeridos la erradicación, 
aunque ciertos elementos pequeños o que se necesitaran de imprevisto seguían siendo 
adquiridos por los coordinadores zonales (Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - 
PCI, 2010). 
Por otro lado, en cuanto a la contratación de personal, entre los años 2004 y 2006 los 
trabajadores se vinculaban verbalmente, sin que existiera un contrato laboral formal, y a los 
                                                 
8 Del 2005 al 2008 se manejó el fondo fiduciario Andres Bello y del 2009 al 2010 mediante Fiduoccidente 
(Programa Presidencial Contra Cultivos Ilícitos - PCI, 2010) 
9  Sergio Donado trabajó desde el inicio de la estrategia en la parte administrativa de los GME, en esta área se 




erradicadores se les pagaba por jornal de trabajo, lo cual se hacía a través de FIP. Según 
Diego Molano, esto se presentó porque se trataba de un plan piloto que precisamente se 
estaba ejecutando para analizar y definir cómo se iba a realizar la contratación (Montero, 
2010). 
Con respecto al transporte de los GME, al comienzo de la estrategia el personal se 
transportaba por vía terrestre hasta las zonas donde debía erradicar, ya que estas se 
encontraban cerca a los centros poblados, lo cual facilitaba el acceso a las mismas. Sin 
embargo, los campesinos empezaron a realizar cultivos ilícitos en zonas cada vez más 
alejadas de las vías de acceso terrestres, por lo cual en el 2008 el programa tomó la decisión 
de contratar horas de vuelo helicoportado para transportar a los GME, lo que significó un 
costo adicional para la operación. A continuación, en la Tabla 6, se presenta el costo anual 
de los GME en el período comprendido entre 2005 y 2011, el número de hectáreas 
erradicadas por cada año y el costo promedio de las hectáreas erradicadas de cada vigencia. 
Tabla 6 Costos promedio de hectáreas erradicadas 2005-2011 
Vigencia Ejecución Cultivos 
Erradicados 
Valor Promedio Hectárea 
2005 $     30.700.000.000,00 28.463 $                       1.078.578,86 
2006 $     22.214.125.000,00 36.257 $                           612.682,00 
2007 $     38.931.126.157,00 52.024 $                           748.327,00 
2008 $   116.748.951.386,00 84.828 $                       1.376.309,00 
2009 $     96.721.432.851,00 48.899 $                       1.978.000,00 
2010 $     81.992.648.121,00 30.667 $                       2.673.671,00 
2011 $     69.773.000.508,00 25.141 $                       2.372.598,00 





3 FUNCIONAMIENTO DE LOS GME del 2012 al 2016  
 
La estrategia de erradicación manual con GME ha sufrido cambios en su 
implementación.  En el 2005 en su creación era un programa de nivel presidencial (Programa 
Presidencial contra Cultivos ilícitos). Después de esto, en el cambio de gobierno en el año 
2010 y dando cumplimiento al CONPES  3669 de 2010, denominado "Política Nacional de 
Erradicación Manual de Cultivos Ilícitos y Desarrollo Alternativo para la Consolidación 
Territorial'', donde se señalan “Los lineamientos que buscan mejorar la sostenibilidad e 
integridad de los procesos de erradicación manual de manera voluntaria o forzosa” (UACT, 
2015), los GME se ubicaron en el Departamento de Prosperidad Social mediante el Decreto 
4155 del 3 de noviembre de 2011.  
A partir de ese momento se transforma Acción Social en el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social-DPS, dando cumplimiento a lo exigido en el 
artículo 170 de la Ley 1448 de 2011. Es así como desde el año 2011 pasó a ser una estrategia 
de una Dirección de la nueva Unidad Administrativa para la Consolidación Territorial 
(UACT), adscrita al Departamento para la Prosperidad Social por medio del Decreto 4161 de 
2011. La UACT fue fusionada al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social 
en el año 2016 mediante Decreto No. 2559 del 30 de diciembre de 2015. En ese momento 
pasó a estar a cargo dentro de una coordinación de la Dirección de Gestión Territorial del 
DPS y terminó con su desaparición para pasar a estar a cargo del Ministerio de Defensa.  
Para efectos del presente trabajo se tomará el funcionamiento de los grupos móviles 
de erradicación 2012-2016 bajo los mismos parámetros, debido que a pesar de que la Unidad 
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de Consolidación desapareció en el 2015 y los GME empezaron a funcionar bajo la Dirección 
de Gestión Territorial del DPS, la operación permaneció igual según los manuales y 
protocolos establecidos. 
Cuando en el 2012 se crea la UACT, se crea con un objetivo de “implementar, 
ejecutar y hacer seguimiento a la ejecución de la Política Nacional de Consolidación 
Territorial, y canalizar, articular y coordinar la intervención institucional diferenciada en 
las regiones de consolidación focalizadas y en las zonas afectadas por los cultivos ilícitos.” 
(REPÚBIICA DE COLOMBIA, 2011).  De esta manera el Programa contra cultivos Ilícitos 
pasa a una dirección dentro de una Unidad adscrita a un Departamento Administrativo, la 
cual no tiene como objetivo principal la lucha contra los cultivos ilícitos sino la ejecución de 
la Política Nacional de Consolidación Territorial que incluye el tema de cultivos ilícitos. Es 
así como en este capítulo nos permitimos analizar la manera como se llevó a cabo la política 
de erradicación manual durante este periodo para posteriormente analizar su efectividad 
según las condiciones de Mazmanian y Sabatier. 
3.1 ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL DE LOS GME Y 
DISTRIBUCIÓN DE FUNCIONES  
Los Grupos Móviles de erradicación eran parte de la Unidad Administrativa para la 
Consolidación territorial y funcionaba como una estrategia de la dirección del Programa 




Gráfica 2 Organigrama UACT 
 
Fuente: Tomado de Unidad Administrativa Especial para la Consolidación Territorial, 
(www.consolidacion.gov.co), año 2019. 
 
En la estructura organizacional se observa que tal como se menciona en el decreto 
4161 del 2011 que la UACT cuenta con 3 direcciones misionales para su ejecución. Una de 
ellas es la Dirección de Programa Contra Cultivos ilícitos la cual se tiene como funciones 
articular, ejecutar y formular las estrategias y programas institucionales contra los cultivos 
ilícitos, con los lineamientos y principios de la Política Nacional de Consolidación y 
Reconstrucción Territorial. 
El funcionamiento de la operación y logística de los GME fue establecido a partir de 
la Resolución 0366 de 2012 de la UACT, modificada por la Resolución 00139 de 2014. 
Después, mediante el decreto 00021 del 23 de enero del 2015, se actualiza el Manual 
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Operativo Grupos Móviles de Erradicación - GME de la Unidad Administrativa Especial 
para la Consolidación Territorial.  
Gráfica 3 Estructura Jerárquica GME 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de la resolución 00021 del 23 de enero del 2015 y entrevistas realizadas. 
 
La estructura jerárquica de los GME se describe en la Gráfica 3. A la cabeza, debajo 
del director del Programa Contra Cultivos Ilícitos, se encuentra un Coordinador Nacional de 
Erradicación Manual, quien era el encargado de la coordinación, la ejecución y el 
seguimiento a la erradicación con GME en articulación con las demás entidades participantes 
a nivel Nacional, participando en las reuniones técnicas y Puestos de Mando Unificados en 
donde se tomaban las decisiones de la intervención. En ese espacio, el coordinador nacional 
presentaba las propuestas de focalización respaldadas con la información de la oficina 
asesora de planeación de la UACT y sugería el cronograma articulado de erradicación con 
las demás entidades para realizar la planeación operativa de las fases de intervención con las 
diferentes entidades (UACT, 2015). 
Director del Programa Contra Cultivos Ilícitos






Equipo de Operaciones Equipo Logístico y Administrativo
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El Equipo de Operaciones tenía las funciones de ser el enlace permanente entre la 
entidad y la fuerza pública. Este equipo realizaba un seguimiento minuto a minuto del 
proceso y grupos de erradicación, de manera que se pudiera alertar a la fuerza pública de 
situaciones que se presentaran que pudieran alterar el normal desarrollo de la actividad. Esta 
información como lo manifiesta en la entrevista Eduardo Vergara líder de este equipo 
permitía tomar decisiones que ayudaban a que la fase se pudiera cumplir como se había 
planeado o suspender definitivamente la intervención de algún GME, debido a algunas 
situaciones presentadas que hacían que la UACT manifestara a la fuerza pública que se estaba 
gastando recursos en donde no era posible conseguir los resultados óptimos (E. Vergara10, 
Comunicación personal, 6 de diciembre de 2018; UACT, 2015). 
Luego se encuentra un Equipo Logístico y Administrativo con las funciones de 
administrar y supervisar la logística necesaria para la operación de un Grupo de erradicación 
(Empresa de servicios temporales, Víveres, Herramientas, Transportes terrestres) de manera 
que estos pidieran realizar sus labores sin ningún inconveniente. Este equipo era encargado 
de realizar la planeación presupuestaria para realizar la contratación de los insumos y hacer 
seguimiento al costo de la operación (O. Santacruz11, Comunicación personal, 5 de diciembre 
de 2018; UACT, 2015). 
Debajo de ese equipo logístico y administrativo, aparecen Profesionales 
Especializados de Zonas, que contaban con las funciones similares a la que realizaba el 
                                                 
10 Eduardo Vergara coronel retirado del Ejército Colombiano y quien después trabajó en los grupos móviles de 
erradicación como coordinador de operaciones y era el encargado de realizar el enlace entre la UACT y la 
Fuerza Pública en todo lo correspondiente a le operatividad de la estrategia.  
11 Omar Santacruz coordinó el equipo administrativo y logístico de los GME durante los años 2013-2016, en 
este equipo era responsable de la supervisión de los contratos de la Empresa de Servicios Temporales, 
Transporte Terrestres, Víveres, entre otros insumos de la estrategia. 
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Coordinador Zonal en el comienzo de la estrategia, teniendo un cambio fundamental en 
cuanto la vinculación laboral al programa, que al crearse la UACT, se convirtieron en 
funcionarios públicos en provisionalidad y no con el vínculo de contratista que ostentaban 
anteriormente. Estos funcionarios se encargaban  de implementar y coordinar la operación 
de la estrategia de erradicación manual en el territorio, articulando las actividades logísticas 
y de seguridad con el comandante asignado de la Fuerza Pública en los lugares de 
intervención; así mismo, coordinaba con la Fuerza Pública la capacitación y difusión de las 
medidas de seguridad a los integrantes de los Grupos Móviles de Erradicación y la provisión 
de los abastecimientos, ingresos y extracción de personal con el personal del equipo logístico 
de la estrategia y demás entidades participante en la operación (J. Leyner12, Comunicación 
personal, 14 de enero de 2019) (UACT, 2015; Ministerio de Defensa Nacional- Unidad 
Administrativa de Consolidación Territorial, 2013).  
En el mismo modo, el equipo era conformado por Apoyos Zonales quienes eran 
persona con capacidades de liderazgo y contratados por medio de una empresa de servicios 
temporales y era el encargado de coordinar y planificar actividades de erradicación en el área 
donde se desempeña la actividad, controlaba el buen comportamiento de los GME en el área 
de trabajo, se encargaba de medir lotes de cultivos ilícitos y reportarla a Bogotá, así como 
comunicar la información recolectada y reportar cualquier incidente o siniestro sufrido por 
los erradicadores o por el personal de seguridad que los acompaña. Se encargaba de la 
logística en el área de trabajo asegurándose que siempre se hagan los requerimientos 
necesarios para el normal funcionamiento de la operación. Este servidor se contrataba por 
                                                 
12 Julio Leyner fue funcionario de los Grupos Móviles de erradicación, primeramente, como jefe zonal de los 
años 2005 al 2011 y después trabajó como coordinador zonal entre los años 2012 al 2016) 
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una duración promedio de setenta días, sesenta días que dura una fase de erradicación 
regularmente y los otros días en capacitación antes de entrar a fase y presentación de informes 
cuando se termina la fase (C. Duque, Entrevista Personal, 10 de septiembre de 2018; UACT, 
2015). 
Luego estaba el capataz, quien tenía las mismas responsabilidades y funciones desde 
el inicio de la estrategia de ser el líder del grupo y el encargado de seleccionar el personal 
erradicador. Asimismo, el erradicador es una persona con capacidades y experiencia agrícola 
y es la encargada de arrancar la mata de coca del cultivo. El erradicador es reclutado por el 
capataz aproximadamente 10 días antes del comienzo de la erradicación y contratado por una 
empresa de servicios temporales la cual se encarga de la afiliación bajo todos los requisitos 
de ley.  Los erradicadores son capacitados en seguridad, enfermedades tropicales, primeros 
auxilios, entre otros. El proceso de arrancar la mata se hace en parejas de erradicadores: uno 
introduce el palín en la tierra y el otro hala la mata. Los erradicadores también son 
responsables de tener limpio y en buenas condiciones de habitabilidad el campamento en 
donde pernotan (N. Rojas, comunicación personal, 14 de septiembre de 2018 & L. Cabadias, 
comunicación personal, 14 de septiembre de 2018). 
3.2 PLANEACIÓN Y SEGUMIENTO DE LA ESTRATEGIA DE 
ERRADICACIÓN MANUAL CON GME 
El CONPES 3669 de 2010 recomendó la creación de un comité para coordinar las 
estrategias de erradicación contra cultivos ilícitos, conformado por el CCAI como 
coordinador del Plan Nacional de Consolidación, el Ministerio de Defensa, el Ministerio del 
Interior y de Justicia y Acción Social, con el propósito de ser el encargado de la elaboración 
del Plan Nacional de Erradicación y la construcción de sinergias y alineación de esfuerzos 
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interinstitucionales, realizando el seguimiento al desarrollo de las estrategias y el alcance de 
los objetivos.  
Por lo anterior, mediante reunión del 13 de diciembre de 2010, se instaló formalmente 
el Comité para la Coordinación de la Erradicación (CCE), y teniendo en cuenta que el Plan 
Nacional de Erradicación se realiza con la participación de todas las entidades participantes 
de la erradicación manual y que esta estrategia debe estar alineada con ciertas condiciones 
especiales de seguridad, se estableció un protocolo conjunto de seguridad. El objetivo del 
protocolo era establecer los lineamientos y procedimientos para la coordinación 
interinstitucional requerida en el desarrollo de las actividades adelantadas por los GME con 
el apoyo de la Fuerza Pública. Siguiendo estos lineamientos, en el segundo semestre del 2011 
se creó un Puesto de Mando Unificado, liderado por la Dirección de Antinarcóticos de la 
Policía Nacional, en donde participaban las entidades que hacían parte del Plan Nacional de 
Erradicación. Ese puesto de mando tenía el objetivo de crear un cronograma conjunto de 
actividades de erradicación, el cual era consensuado entre las partes anualmente, alineando 
los esfuerzos de las estrategias con las operaciones de la fuerza pública. En este Puesto de 
Mando se realizaba el seguimiento a las diferentes variables que pudieran afectar las 
estrategias de erradicación y se tomaban las decisiones necesarias para garantizar el 
cumplimiento de las metas (Ministerio de Defensa Nacional, 2011; UACT, 2013).  
De acuerdo con la directiva permanente 32 del 2011 del Ministerio de Defensa, en el 
puesto de Mando participaban las siguientes instituciones: 
• Comando General de las Fuerzas Militares a través de la Jefatura de 
Operaciones Conjuntas. 
• Ejército Nacional a través de la Jefatura de Operaciones del Ejército. 
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• Armada Nacional a través de la Jefatura de Operaciones Navales. 
• Policía Nacional a través de Dirección de Antinarcóticos. 
• Ministerio de Defensa Nacional a través de la Dirección de Política de 
Defensa y Seguridad. 
• Agencia Presidencial para la Acción Social (posteriormente UACT) a través 
del Programa Contra Cultivos Ilícitos- Grupos Móviles de Erradicación. 
Es así que la planeación de la estrategia y la toma de decisiones empezó a regirse en 
un Puesto de Mando Unificado en donde se buscaba planear de manera concertada la 
implementación de la erradicación manual con GME, como lo expresa la directiva 
permanente 32 del Ministerio de Defensa, lo cual  contrasta con el capítulo I de la resolución 
0366 del 2012 de la UACT, en la cual se menciona que en la etapa de planeación de la 
intervención del Programa contra Cultivos Ilícitos se realizaría una micro focalización como 
un “análisis liderado por la Dirección de Programas contra Cultivos ilícitos que determina el 
modo, los recursos y el esquema de aplicación de la estrategia de erradicación, sea esta: 
voluntaria o con Grupos Móviles de Erradicación-GME, a través de la recolección y el 
procesamiento de, información a nivel local” (UACT, 2012).  
De esta manera, se generó un choque reglamentario en lo que se refiere a la planeación 
de la actividad de erradicación manual con GME, entre la directiva permanente 32 y la 
resolución mencionada de la UACT donde se reglamentan las estrategias de erradicación y 
post erradicación de cultivos ilícitos. Es por lo anterior que el día 27 de marzo de 2014 
mediante la resolución 0139 se modificó la resolución 0366 del 2012 y la planeación de la 
Estrategia de Erradicación Manual quedó establecida como un proceso de focalización en los 
territorios a intervenir, la cual será estructurada por la UACT y presentada en los Puestos de 
Mandos para su análisis y concertación. 
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Los testimonios de los funcionarios de la UACT  entrevistados en este estudio 
corroboran lo anterior, ya que en ellos se afirma que la planeación era dirigida y coordinada 
por la DIRAN, la cual al final de cada año, coordinaba unas mesas técnicas para analizar las 
hectáreas que se iban a erradicar en cada una de las fases de erradicación, el número de grupos 
que se iban ingresar, así como las regiones a intervenir con base en unas  metas establecidas 
por el gobierno nacional, teniendo en cuenta la disponibilidad de las tropas y aspectos de la 
operación de la Fuerza Pública. Este número de grupos a ingresar se articulaba con el 
presupuesto asignado a la UACT para los GME. La UACT, con base en su presupuesto anual 
y en el costo histórico de un GME por fase de erradicación, podía establecer cuantos grupos 
móviles era capaz de ejecutar en el año (J. Leyner, Comunicación personal, 14 de enero de 
2019; E. Vergara, Comunicación personal, 6 de diciembre de 2018). 
En esta planeación para la focalización se tenían en cuenta tres tipos de zonas con 
diferentes características:  Zonas de Victorias Tempranas, las cuales son municipios en donde 
los cultivos de coca son dispersos y de pequeña dimensión, lo que dificulta su eliminación 
total; Zonas de Consolidación, que se encuentran en municipios del Plan de Consolidación y 
son prioritarias para el desarrollo institucional; y Zonas de Contención, las cuales están 
ubicadas en municipios que no hacen parte del Plan de Consolidación, pero cuyas 
intervención es necesaria para prevenir la expansión de los cultivos. 
De esta manera se realizaba la planeación de la estrategia y la focalización de los 
municipios a intervenir: primero, la UACT realizaba sugerencias de los lugares a intervenir 
para la focalización, los cuales se decidían mediante consenso; posteriormente, se 
estructuraba el plan de erradicación manual, en el cual se definía el número de GME que se 
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implementarían en el año por fases de erradicación, y se determinaba la Fuerza Pública 
necesaria para acompañarlos.  
La UACT en su constitución contaba con un grupo transversal de sistemas de 
información geográfico, que apoyaba a toda la entidad y a la planeación de la estrategia de 
GME mediante el análisis del monitoreo del SIMCI. Para la toma de coordenadas exactas de 
zonas de trabajo de los GME, se disminuyeron alrededor de un 90% los sobrevuelos de 
detección en donde participaban personal de las dos entidades con relación a lo que se 
realizaba al inicio de la estrategia, lo anterior debido a problemas administrativos de tiempos 
en la planeación de esta actividad entre las entidades participantes. Regularmente la Fuerza 
Pública planea esta operación con un día de anterioridad y en la UACT se debía solicitar 
comisiones de viajes con cinco días hábiles de anticipación (M. Murillo, Comunicación 
personal, Murillo, 27, diciembre de 2018). 
Después del consenso para planear la intervención, se realizaba un trabajo coordinado 
entre la UACT y la Fuerza Pública para la operación, en el cual la UACT se encargaba de 
dar cumplimento a la función que le había sido asignada en el Protocolo de Coordinación en 
Campo, y  a través de la Coordinación Nacional de Erradicación designaba un profesional 
especializado a cada una de las regiones en donde se desarrollaría la estrategia, quien se 
encargaba de articular las actividades logísticas y de seguridad con el Comandante asignado 
por parte de la Fuerza Pública. En esta fase se podían presentar inconvenientes por falta de 
personal de seguridad, ya que de acuerdo con los protocolos se requería de mínimo dos 
hombres de la Fuerza Pública por cada persona de los GME, y era necesario contar con la 
disponibilidad de dos equipos de expertos antiexplosivos con caninos especializados. Estos 
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eran requeridos para el ingreso de los GME a terreno, y algunas veces no se contaba con los 
mínimos de seguridad requeridos (J. Leyner, Comunicación personal, 14 de enero de 2019). 
3.2.1 Análisis de la intervención departamental y municipal. 
Este proceso de planeación tuvo como resultado la intervención en 20 departamentos 
del país entre el 2012 y el 2016.  El departamento donde más se concentraron los esfuerzos 
en materia de erradicación manual en este período fue Nariño, con un total de 258 grupos de 
erradicación, lo siguió Antioquía con 134, Putumayo con 103, Guaviare con 70  y Bolívar 
con 69, como se pude ver en la Tabla 7. 
Tabla 7 Número de GME por departamentos año 2012-2016 
DEPARTAMENTO 2012 2013 2014 2015 2016 
Total 
general 
NARIÑO 48 94 43 33 40 258 
ANTIOQUIA 59 25 17 17 16 134 
PUTUMAYO 63 32 6   2 103 
GUAVIARE 10 17 15 9 19 70 
BOLIVAR 6 3 10 36 14 69 
NORTE DE 
SANTANDER  
23 39 5     67 
CORDOBA 46 8 1 1   56 
CHOCO 11 4 9 19 11 54 
CAQUETA 3 10 5 11 21 50 
META 12 5   0 23 40 
VALLE DEL CAUCA 9 5 4 9 4 31 
CAUCA 5 3 1 10 6 25 
VICHADA  18 4 1   1 24 
SANTANDER 9 8 1 1 2 21 
MAGDALENA 1 4 2 4 1 12 
BOYACA 3 1   1 2 7 
CESAR 1 1   2 2 6 
VAUPES 2   2     4 
GUAJIRA 1   1 1   3 
CALDAS 1 1       2 
Total general 331 264 123 154 164 1036 
Fuente: Realizado a partir de con datos recopilados de hojas de trabajo de la UACT. 
 58 
 
Si se analizan las intervenciones realizadas a la luz de del reporte del SIMCI se puede 
observar que el departamento de Nariño, en donde más se intervino con GME, fue el que 
presentó mayor número de hectáreas de cultivos de coca cada año. Si bien esta no era la 
principal razón para la escogencia de las actividades de erradicación manual por lo 
mencionado de las zonas de intervención, vale la pena entender cómo se desarrollaron los 
GME en estas zonas, debido a que fue recurrente en las entrevistas realizadas el comentario 
de que hasta el año 2012 los GME ingresaban a los sitios donde había mayor cantidad de 
coca, y que a partir de ese año esto cambió. Por ello, es relevante analizar cómo fue el 
comportamiento de la intervención de los GME a nivel departamental (UACT, 2016). 
Gráfica 4 Número de GME 2012 
 
Fuente: Elaboración propia con datos de SIMCI y con datos recopilados de hojas de trabajo de la UACT.  
 
En la Gráfica 4 se puede observar que en 2012 la mayor intervención se realizó en el 
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con 59 GME en 2.725 hectáreas y Nariño con 48 GME en 10.733 hectáreas. Del total de los 
331 GME que se ejecutaron en el año, 240 fueron ingresados en los 10 departamentos con 
mayor número de hectáreas de coca, según SIMCI, lo que equivale a al 72% de los Grupos 
Móviles de Erradicación en los departamentos con mayor afectación. 
Gráfica 5 Número de GME 2013 
 
Fuente: Elaboración propia con datos SIMCI y con datos recopilados de hojas de trabajo de la UACT. 
 
La Gráfica 5 muestra que, en el año 2013, la mayor parte de la intervención se dio en 
los 3 departamentos con mayor número de hectáreas de coca cultivadas: Nariño, Putumayo 
y Norte de Santander. Asimismo, de un total de 264 GME, 240 de ellos ingresaron en los 
diez departamentos con mayor número de hectáreas de coca, lo que equivale a un 90%. 
Por el contrario, de los 264 GME, 8 se asignaron al departamento de Santander, el 
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priorización de zonas de contención, debido a que en Santander no había municipios 
focalizados en el Plan de Consolidación y tampoco existía una gran extensión de cultivos 
ilícitos.  
Gráfica 6 Número de GME 2014 
 
Fuente: Elaboración propia con datos de SIMCI y con datos recopilados de hojas de trabajo de la UACT 
 
La Gráfica 6 muestra que en el año 2014 la intervención se siguió concentrando en 
Nariño, seguido por Antioquía y Guaviare. Se resalta que este año hubo una disminución de 
GME en los departamentos de Norte de Santander y Putumayo, los cuales fueron intervenidos 
solo con 6 y 5 grupos, respectivamente.  De igual manera, sorprende que no se intervino en 
el Meta, el cual contaba con 5.042 hectáreas de coca cultivadas. A pesar lo ocurrido en los 
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Grupos Móviles de Erradicación realizaron sus actividades en los 10 departamentos con 
mayor número de coca, lo que equivale al 90% de ellos. 
Gráfica 7 Número de GME 2015 
 
Fuente: Elaboración propia con datos de SIMCI e información recopilada en la investigación. 
 
Para el año 2015 se continuó con una mayor intervención en Nariño, seguido por 
Chocó y Antioquía. Estos dos últimos, a pesar de tener una cantidad importante de cultivos 
ilícitos, no eran los departamentos con mayor número de afectación del flagelo. 
Adicionalmente, ese año no se intervino en los departamentos de Putumayo y Norte de 
Santander, debido a que se continuaba con el diálogo con las comunidades; tampoco se 
intervino en el departamento del Meta. Para ese año, de los 154 GME implementados, solo 
100 intervinieron en los 10 departamentos con mayor número de hectáreas de coca 
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Gráfica 8 Número de GME 2016 
 
Fuente: Elaboración propia con datos de SIMCI recopilados de hojas de trabajo de la UACT. 
 
Para finalizar este análisis, en la  
 
Gráfica 8 se observa cómo en  el año 2016 se siguió con el enfoque en Nariño, en 
donde ingresaron 40 grupo de erradicación, seguidos por 23 GME en Meta, contrario a lo 
ocurrido en 2014 y 2015, años en los que no ingresaron grupos de erradicación a este 
departamento. Estos dos departamentos fueron seguidos por Caquetá y Guaviare, con 21 y 
19 GME, respectivamente. Asimismo, ese año ingresaron 2 GME al departamento del 
Putumayo, como parte de unos acuerdos para establecer las Zonas Veredales de Transición 
a la Normalidad, resultado del acuerdo de Paz con las FARC. De un total de 164 grupos, 141 
intervinieron en los 10 departamentos con mayor número de afectación de cultivos, lo que 

































Grupos Ingresados en los 10 Departamentos con mayor número de Hectareas 
de coca 2016
2016 Suma de GME 2016
 63 
 
Siguiendo el análisis se puede observar que se intervinieron 901 GME en los 10 
departamentos con mayor número de coca. La determinación de la intervención, como se ha 
explicado anteriormente, se realizaba desde el nivel central, en donde se seleccionaban los 
municipios. Esta investigación intenta entender la manera cómo se realizó esta estrategia 
según las hectáreas de coca municipales de los censos SIMCI. Para ello, se calculará el 
promedio de las hectáreas de coca cultivadas durante los años 2012 al 2016 (81.457 hec) en 
los municipios intervenidos, los cuales serán agrupados para facilitar el análisis.  
De acuerdo con lo anterior, se propusieron 3 grupos de análisis: el primero de 6 
municipios donde el promedio de cultivos de coca de cada uno representa más del 2% del 
promedio nacional en esos años, y la suma de ellos alcanza el 40% (32.113 hec) del promedio  
nacional de hectáreas de coca cultivadas; el segundo grupo corresponde a 34 municipios con 
un promedio de cultivos individual que va del 0,5% al 2% del promedio nacional, y el 
acumulado de hectáreas de todos estos municipios corresponde al 47% (38.547 hec) del total 
del país; y el último grupo que se conforma por 99 municipios cuyo promedio de coca en 
esos años es menor al 0,5% del  promedio nacional y al sumar las hectáreas de todos ellos  
representan solo 13% (10.806 hec) del promedio cultivos de coca en el país. Vale la pena 
mencionar que en estos años se intervinieron 20 municipios que no contaban con cultivos de 
coca, según los censos SIMCI, pero en la investigación se encontró que eran municipios con 
cultivos de amapola o marihuana, los cuales no se tienen en cuenta en el monitoreo realizado 








Gráfica 9 Ingreso de GME en municipios segpun promedio de hectareas de 
coca 2012-2016 
 
Fuente: Elaboración propia con datos recopilados de hojas de trabajo de la UACT. 
 
Al realizar esta agrupación de municipios según el porcentaje de coca nacional que 
representan, se puede ver que el 44,78%  de la intervención se dio en los municipios donde 
la cantidad de coca cultivada era inferior al 0.5% de la coca nacional, siendo los siguientes 
los principales municipios intervenidos en este grupo: Linares, San José De Uré, Puerto 
Libertador, Policarpa, Briceño, Los Andes (Sotomayor),  Montecristo, San Francisco, San 
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Si se sigue con el mismo análisis, el 35.73% de las intervenciones con GME se dieron 
en el segundo grupo de municipios, cuyo porcentaje de coca va del 0,5% al 2% del promedio 
nacional en estos años. Los municipios de este grupo donde hubo mayor intervención fueron: 
Puerto Leguízamo, el Retorno, Sardinata, San José Del Guaviare, Santa Rosa Del Sur, San 
Miguel (La Dorada), Cumaribo, Tarazá, San Pablo Bolívar y Tierralta. 
Por último, se observa que solo el 19,49% de los GME intervinieron en el grupo de 
los 6 municipios cuyos cultivos de coca promedio eran mayores al 2% del promedio nacional. 
De estos municipios, el que más se intervino fue Tumaco, con 105 grupos, seguido por Tibú 
con 32, Valle del Guamuez con 21 y Barbacoas con 21 intervenciones, las cuales se dieron 
solo entre el 2012 y 2013, debido a acuerdos con las comunidades. En Puerto Asís también 
se suspendió la erradicación manual con GME en el año 2013 por acuerdos con la comunidad.  
Tabla 8 Municipios con promedio de hectáreas de coca 2012-2016 mayor al 
2% del total Nacional 
MUNICIPIO CANTIDAD DE GME 
TUMACO 105 
TIBÚ 32 




PUERTO ASÍS 17 
MIRAFLORES 11 
EL TAMBO CAUCA 2 
ORITO 1 
Total general 210 
Fuente: Elaboración propia con datos recopilados de hojas de trabajo de la UACT 
 
De acuerdo con el análisis anterior, se puede decir que entre los años 2012 y 2016, la 
focalización se presentó en su mayoría en municipios con poca afectación de hectáreas de 
coca, contrario a la forma como se realizaba la focalización en los primeros años de la 
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estrategia, cuando según lo recopilado en las entrevistas, se priorizaban las áreas con mayor 
afectación de cultivos ilícitos. 
3.2.2 Seguimiento de la operación de la erradicación manual. 
Después del comienzo de la fase de erradicación se iniciaba una etapa de seguimiento 
a la operación, realizada individualmente por las entidades participantes. En el caso de la 
UACT, esta contaba con el equipo de Operaciones, que se encargaba de realizar contacto 
permanente con los Jefes Zonales y Profesionales Especializados para tener la información 
de cómo se desarrollaba la actividad (Vergara, Comunicación personal, 6 de diciembre de 
2018).  
Para el seguimiento de la operación se realizaban dos encuentros interinstitucionales 
en los cuales se analizaba el desarrollo de la operación. El primero de ellos era una mesa 
técnica en donde se analizaban los aspectos operacionales de la estrategia y se analizaban las 
situaciones que podían generar complicaciones para el desarrollo de la operación. El segundo 
era el Puesto De Mando Unificado, que tenía como propósito exponer las necesidades e 
inquietudes de la operación para tomar decisiones consensuadas, con el fin de garantizar el 
cumplimiento de las metas de erradicación tal como lo disponía la directiva permanente 32 
(Leyner, Comunicación personal, 14 de enero de 2019; Vergara, Comunicación personal, 6 
de diciembre de 2018).  
En este puesto de mando se exponían dificultades que se presentaban en la operación, 
siendo las de mayor recurrencia los bloqueos que realizaban las comunidades, la no presencia 
de cultivos ilícitos en las zonas donde iban a erradicar los GME, las amenazas de grupos 
terroristas y problemas con campos minados, según lo manifestado en las entrevistas 
realizadas al personal de la UACT. En el puesto de mando se podían tomar decisiones de 
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reubicación del sitio de erradicación, ingreso de una mayor tropa para garantizar la seguridad 
o la cancelación del grupo de erradicación (J. Leyner, Comunicación personal, 14 de enero 
de 2019; Vergara, Comunicación personal, 6 de diciembre de 2018).  
 
3.3 DESCRIPCIÓN ADMINISTRATIVA Y LOGÍSTICA. 
Administrativamente, el equipo contaba con la colaboración de un personal 
encargado de realizar todos los requerimientos logísticos y administrativos necesarios para 
el desarrollo de los GME. A diferencia de lo que sucedía al inicio de la estrategia, cuando los 
Coordinadores de Zonas se encargaban de comprar ciertos insumos, desde la creación de la 
UACT se conformó un equipo encargado de hacer llegar de manera oportuna y coordinada 
todos los productos a los lugares en donde los GME pernoctaban para hacer ingreso al área 
(O. Santacruz, comunicación personal, 5 de diciembre de 2018). 
Para lo anterior, cuando el Gobierno Nacional asignaba el presupuesto a la estrategia, 
este grupo realizaba el cálculo de cuántos GME se podían conformar con ese dinero, y 
posteriormente realizaban los procesos de contratación para los diferentes insumos 
necesarios para la operación de los GME (S. Donado, comunicación personal, 6 de 
septiembre de 2018).  El  valor de cada contrato y la cantidad de insumos que se adquirían a 
través de ellos respondían a las necesidades de la actividad. En la Gráfica 10 se puede 
observar el costo de cada uno de los recursos, los cuales eran contratados con empresas no 
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gubernamentales, lo que las convertía en un participante fundamental para la implementación 
de esta política13.  
Gráfica 10 Ejecución Presupuestal GME 2012-2016 
 
Fuente: Elaboración propia con datos recopilados de hojas de trabajo de la UACT y de 
https://www.contratos.gov.co/consultas/resultadoListadoProcesos.jsp# 
 
En la Tabla 7 se observa que los contratos con mayor valor para el desarrollo de los 
GME eran el de Helicópteros y el de la Empresa de Servicios Temporales, por lo cual se 
estudiarán más a fondo para revisar su comportamiento durante el desarrollo de la estrategia. 
El Contrato de Transporte Helicoportado era necesario para transportar el personal de 
erradicación desde un punto de concentración hasta las zonas de erradicación, esto debido a 
que como se puede observar en los informes SIMCI de UNODC, los cultivos ilícitos se 
ubicaban en áreas rurales que contaban con pocas rutas comerciales de transporte público y 
que, por lo general, se encontraban alejados de los centros urbanos. Esta localización de los 
                                                 
13 Los datos tomados para el análisis financiero fueron tomados del documento de trabajo del área administrativa 
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cultivos en sitios de difícil acceso fue el resultado de estrategias de los cultivadores para 
evitar la erradicación manual, como menciona Murillo (Comunicación personal, 27 de 
diciembre de 2018). 
En Colombia solo las empresas VERTICAL DE AVIACION Y HELISTAR S.A.S, 
según certificación de AEROCIVIL, contaban con helicópteros MI-8 MTV-1 y/o MI 17, los 
cuales contaban con las características necesarias para la operación recomendadas por la 
fuerza pública, pero al momento de realizar la contratación la empresa VERTICAL DE 
AVIACIÓN informaba que no contaba con disponibilidad de helicópteros para la operación, 
lo que llevó a que siempre se realizara una contratación directa con HELISTAR S.A.S. por 
ser el único oferente (UACT, 2015 b). Es importante analizar que se invirtieron 
$190.790.000.000 en horas de vuelo helicoportado, lo que equivale al 45% costo total de la 
implementación de la estrategia durante los años 2012 al 2016. En la Gráfica 11 se puede 
observar el costo de los contratos de helicópteros y el valor unitario de la hora de vuelo de 
cada uno de ellos. 


































Fuente: Elaboración propia con datos recopilados de hojas de trabajo de la UACT y de 
https://www.contratos.gov.co/consultas/resultadoListadoProcesos.jsp# 
 
En la Gráfica 11 se puede observar que se realizaron 6 contratos de horas de vuelo, 
donde el valor de la hora tuvo un alza de $19.646.272 en el año 2014 a $22.128.000 millones 
en el mismo año, lo que equivale a un aumento del 13% de su valor,  y que según lo 
comentado por Sergio Donado (comunicación personal, 6 de septiembre de 2018), fue 
consecuencia del aumento del precio del dólar, el cual subió un 23% de enero a diciembre 
del 2014 (Portafolio.co, 2016). Este incremento en el valor de la hora de vuelo es relevante 
por ser el transporte helicoportado el ítem en el que se invierte el mayor porcentaje de los 
recursos destinados a la estrategia. De igual manera, es importante analizar cómo se comportó 
la operación helicoportada en los diferentes departamentos durante el período 2012-2016, 
pero solo se logró conseguir los consumos de horas de vuelos por departamentos desde el 
año 2013 en adelante. Sin embargo, esta información ofrece una base importante para el 
análisis de la operación.  
Tabla 9 Consumo de horas de vuelo por departamento 
DEPARTAMENTOS 2013 2014 2015 2016 Total 
NARIÑO 569 274 142 62 1.048 
GUAVIARE 145 199 64 118 526 
CHOCO 19 179 199 79 476 
ANTIOQUIA 136 189 69 32 427 
BOLÍVAR 28 72 249 71 421 
PUTUMAYO 329 49 
  
378 
NORTE DE SANTANDER 265 46 
  
310 
CAQUETÁ 22 42 52 95 211 
VALLE DEL CAUCA 30 49 73 19 172 























   
3 3 
Total general 1.762 1.345 865 538 4.510 
Fuente: Elaboración propia con datos recopilados de hojas de trabajo Control Helicópteros de la UACT  
La Tabla 9 muestra cómo a través de los años se fue disminuyendo el consumo de 
horas de vuelo contratadas por la UACT-DGT: desde el año 2013 al 2016 las horas de vuelo 
disminuyeron en un 70%. El mayor consumo de horas de vuelo se presentó en el 
departamento de Nariño, seguido por Guaviare y Chocó. Esto es coherente con el hecho de 
que Nariño fue el departamento más intervenido por la estrategia. En Putumayo y Norte de 
Santander se hizo un pequeño gasto de horas vuelo en el 2014, pero los GME no pudieron 
seguir trabajando en esos departamentos y fueron reubicados debido a problemas con la 
comunidad, la cual no permitió la intervención. La disminución de las  horas de vuelo 
utilizadas por la entidad a través de los años parece ir en contra de lo expresado en las 
entrevistas acerca de que los cultivos de coca, cada vez se encontraban más alejados de los 
centros urbanos, ya que si esto se hubiera presentado, se habrían utilizado más los 
helicópteros para desplazar a los GME hasta las retiradas zonas de los cultivos 
 y, por ende, se habría utilizado un mayor número de horas de vuelo para cumplir con 
la actividad. 
Continuando con la revisión de los contratos de mayor cuantía, el contrato con la 
Empresa de Servicios Temporales, cuyo valor representaba el 30% de los recursos del 
programa del 2012 al 2016, tenía como objeto proveer el personal necesario para la operación 
de los GME. Este contrato era necesario debido a que la erradicación manual se realiza por 
fases con una duración promedio de 60 días, y después de la terminación de cada fase, los 
trabajadores deben ser licenciados. Por esa razón se determinó que la mejor manera de 
realizar la contratación era mediante una Empresa de Servicios Temporales (UACT, 2015 
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C).  De acuerdo con lo anterior, la UACT ejecutó los contratos 052 de 2011, 0070 de 2013 y 
0235 de 2013 con Empleamos S.A., el contrato 0085 – 2015 con Laborando Ltda. y el 
contrato 2015-0203 con la S&A Servicios y Asesorías SAS.  Estas empresas en cobraban un 
promedio de 10,3% del valor del contrato por la administración de los recursos14.  
Los contratos con las Empresas de Servicios Temporales, en la medida en que 
proveían el personal necesario para la operación, generaban empleos en ciertas zonas del país 
de donde eran oriundos los GME. Como se puede ver en la siguiente tabla, desde el año 2012 
hasta el año 2016 se generaron 24.569 empleos en el país. 
Tabla 10 Empleos generados por los GME 
FASE 2012 2013 2014 2015 2016 TOTAL 
I 1.761 962 1.015 793 856 5.387 
II 1.817 1.953 504 594   4.868 
III 2.284 1.960 1.363 812   6.419 
IV 2.665 3.098 1.116 1.016   7.895 
TOTAL 8.527 7.973 3.998 3.215 856 24.569 
Fuente: Elaboración propia con datos recopilados de hojas de trabajo Informe Ejecutivo de la UACT, 2016 
(solo se obtuvieron datos hasta la primera fase del 2016) 
 
El personal contratado era susceptible de sufrir amenazas terroristas por parte de los 
grupos al margen de la ley, por lo cual podía sufrir diferentes tipos de accidentes. Sin 
embargo, la UACT, tomó como prioridad preservar la vida de los erradicadores tal como 
menciona Santacruz (comunicación personal, 5 de diciembre de 2018), lo cual va acorde con 
lo mencionado por Leyner (comunicación personal,14 de enero de 2019) quien menciona que 
la UACT  implementó decisiones como no ingresar grupos móviles si no se cumplía 
                                                 




estrictamente con el protocolo de seguridad(número de integrantes de la fuerza pública y 
grupos antiexplosivos) y en situaciones cunado los GME se encontraban en el área de trabajo 
y habían informaciones que pudieran amenazar la vida de lo erradicadores, estos no salían a 
erradicar hasta que mejorara la seguridad. Éstas dieron resultado, como se puede observar en 
la Gráfica 12, donde se muestra no hubo accidentes fatales durante los años 2015 y 2016. 
Gráfica 12 Accidentes Personal GME años 2012-2016 
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4 ANÁLISIS DE LA EFECTIVIDAD DE LOS GME EN EL PERIODO 2012 - 2016. 
 
Al analizar el comportamiento de la estructura dentro de la estrategia de erradicación 
manual, y con base en los datos recogidos en las entrevistas, se puede observar que ésta 
mantenía las características de una implementación Top Down, en la cual las decisiones se 
tomaban en la parte superior de la pirámide y en la parte inferior sólo se ejecutaban las 
actividades necesarias para el desarrollo de la estrategia; allí también, ante cualquier 
inconveniente presentado, se informaba a los directores de la estrategia que están en la cima 
de la pirámide para que tomaran las decisiones correspondientes.  Ahora bien, luego de haber 
revisado los diferentes cambios en el funcionamiento de los GME entre el 2012 y el 2016, a 
continuación, se profundizará en el estudio de la efectividad de esta estrategia, bajo las cinco 
condiciones de efectividad de Sabatier y Mazmanian. 
 
4.1 CAMBIO EN LA POBLACIÓN OBJETIVO GENERA EL ÉXITO DE 
LA POLÍTICA. 
Esta condición manifiesta está encaminada a la implementación de un programa que 
permita vislumbrar el logro de los objetivos finales deseados de la estrategia, mediante los 
cambios en el comportamiento del grupo objetivo. La estrategia estudiada buscaba modificar 
una conducta específica de la población objetivo, al evitar que, luego de la erradicación, se 
reubicaran los cultivos ilícitos en zonas de economía campesina, zonas de parques nacionales 
naturales o de reserva forestal, resguardos indígenas y consejos comunitarios, como se 
menciona en el CONPES 3669. Esto, al final de la estrategia, no se ha logrado, debido a que 
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si bien es muy difícil establecer si en las áreas mencionadas se establecieron nuevos cultivos 
o fue una reubicación de los erradicados, en la Gráfica 13 se observa que hubo un incremento 
significativo en el número de hectáreas de coca cultivadas en las zonas objetivo entre los 
años 2012 y 2016, por lo que se puede concluir que los cultivadores no mostraron cambios 
en su actividad, sino que por el contrario, aumentaron las plantaciones.  
Gráfica 13Hectáreas de coca en zonas objetivos años 2012 y 2016 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de reporte SIMCI de UNODC  2012-2016  
 
En cuanto a las zonas denominadas de economía campesina, es complejo identificar 
y describir cambios en el comportamiento de la población frente a los cultivos ilícitos. Esto, 
debido a que el concepto de economía campesina es amplio frente a la delimitación de áreas 
concretas, y en el país no se ha generado normativa al respecto que restrinja este tipo de 
economía a zonas específicas para el desarrollo de actividades que trascienden las áreas de 
producción. 
A pesar de la focalización para la implementación de la estrategia GME, es posible 
identificar que en las áreas en las cuales se concentraron las acciones de erradicación forzosa 













ilícitos -si se evalúa el reporte de cultivos de coca para el año 2016 de UNODC-. Lo anterior 
se evidencia en la Gráfica 14 en la cual se observa que en sectores como Catatumbo, Tumaco, 
Nudo de Paramillo, Sur de Bolívar, Guaviare y Putumayo hubo un incremento densificado 
de las áreas con presencia de este cultivo.  
Gráfica 14 Erradicación GME 2012-2015 y Censo 2016 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de reporte SIMCI de UNODC 2016 y bases de trabajo UACT 
2016. 
 
 Este planteamiento expone la necesidad de hacer una escogencia idónea y pertinente 
de la población objetivo, con el fin de que ésta tenga incidencia directa en el impacto deseado 
en la meta. Se puede ver, como se mostró en el capítulo anterior, que la focalización se daba 
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en 3 diferentes tipos de zonas, las zonas de Victorias Tempranas, Zonas de Consolidación y 
Zonas de Contención, y aunque no se puede interpretar que se evitó la reubicación si puede 
ver que aumentaron los cultivos de coca en las hectáreas de coca entre 2012 y 2016. 
 
4.2 NORMATIVIDAD CLARA Y PRECISA En lo respectivo al marco 
normativo en el cual se desarrolló la estrategia de erradicación se puede observar que fue 
formulado por varias entidades implementadoras y es válido tener presente la  Tabla 11 para 
un mejor entendimiento del desarrollo de esta condición de efectividad. 
Tabla 11 Normatividad Grupos Móviles de Erradicación 
NORMATIVIDAD ENTIDAD 
Acta 34 y 35 DEL 2004 Fondo de Inversión Para la Paz 
Decreto No. 4222 del 23 de noviembre de 
2006 
Ministerio de Defensa 
Plan Nacional de Consolidación expuesto 
en la Directiva Presidencial 1 DE 2009 
Presidencia de la República 
CONPES 3669 de Política Nacional de 
Erradicación Manual de Cultivos Ilícitos 
y Desarrollo Alternativo 
Departamento Administrativo de 
Planeación Nacional 
Decreto 4161 de 2011, creación la Unidad 
Administrativa de Consolidación 
Territorial 
Presidencia de la República 
Directiva permanente 32 del 2011  Ministerio de Defensa 
Resolución 0366 del 2012 UACT 
Resolución 00139 de 2014 UACT 
Fuente: Elaboración propia. 
4.2.1 Objetivos de la política son precisos y categorizados. 
Los objetivos de la política de la erradicación manual no son fáciles de identificar. 
Además, con base en las entrevistas adelantas en esta investigación, se puede afirmar que las 
personas que participaban desde las diferentes entidades en la implementación de la 
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erradicación manual con GME, coinciden en que ésta no contaba con un marco legal que la 
sustentara.  
En entrevista realizada a Javier Florez, exdirector de la Política Antidroga del 
Ministerio de Justicia y exdirector del Programa Contra Cultivos Ilícitos 2013-2014, se 
menciona que la estrategia funcionó en un principio prácticamente como un acuerdo de 
voluntades entre las entidades que participaban, lo que concuerda con lo mencionado por 
Jairo Cabrera, ex director del Programa contra Cultivos Ilícitos de la UACT. Cabrera expone 
que este proceso en sus inicios era ejecutado directamente por orden del presidente, por lo 
cual se daba un mayor compromiso por parte de los implementadores. Este tipo de 
implementación no fue el más adecuado, debido a que se producía como resultado del 
liderazgo de una persona y no por una normatividad establecida que brindara una 
obligatoriedad en el cumplimiento a través del tiempo (J. Florez, Comunicación personal, 4 
de febrero de 2019; J. Cabrera, Comunicación personal, 16 de enero de 2019). Si ese líder 
dejase de existir, la implementación de la estrategia dejaría de tener un direccionamiento 
claro. 
De igual forma, un funcionario de UNODC manifiesta que la erradicación manual no 
tenía ninguna normatividad que avalara legalmente la actividad, a pesar de que ésta ha sido 
ejecutada desde el año 2004. Igualmente, para un funcionario de la PONAL, lo compromisos 
establecidos para cada entidad en los documentos existentes no eran suficientes (Anónimo 1, 
Comunicación personal, 23 de enero de 2019; Anónimo 2, Comunicación personal, 4 de 
marzo de 2019). 
Lo mencionado anteriormente se puede corroborar realizando revisión de la 
normatividad alrededor de la erradicación manual. En el principio de la estrategia no se 
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elaboró un decreto ley que la reglamentase, ya que ésta surgió de una prueba piloto en el 
2004 y la Estrategia del Programa Contra Cultivos Ilícitos (PCI) se creó por medio del acta 
34 y 35 del Fondo de Inversión Para la Paz. Este fondo se adscribió a la Agencia Presidencial 
para la Acción Social y la Cooperación Internacional ACCI en el 2005, y en esta 
normatividad no se brinda un direccionamiento claro de la estrategia.  
Sólo hasta el año 2010 se generó el CONPES 3669 de Política Nacional de 
Erradicación Manual de Cultivos Ilícitos y Desarrollo Alternativo Para la Consolidación 
Territorial, en el cual se establecen los lineamientos para la estrategia de erradicación manual. 
Allí se menciona que ésta tiene como responsabilidad principal evitar la reubicación de los 
cultivos ilícitos en zonas de economía campesina, zonas de parques nacionales naturales o 
de reserva forestal, resguardos indígenas y consejos comunitarios, lo cual es ejecutado por 
los Grupos Móviles de Erradicación (GME), el Ejército Nacional, la Armada Nacional y la 
Policía Nacional. Sin embargo, los lineamientos establecidos en dicho Conpes no reemplazan 
una normativa clara y precisa, ya que estos no eran de obligatorio cumplimiento para las 
entidades encargadas de implementar la estrategia 
Por otro lado, en el año 2011 mediante decreto 4161, se creó la Unidad Administrativa 
de Consolidación Territorial con el objetivo implementar, ejecutar y hacer seguimiento a la 
ejecución de la Política Nacional de Consolidación Territorial. Esta política parte del Plan 
Nacional de Consolidación expuesto en la Directiva Presidencial 1 DE 2009, la cual tiene 
como uno de sus objetivos el desarrollo humano de los habitantes de las regiones afectadas 
por la violencia y la vulnerabilidad social, tomando como base de trabajo una focalización a 
nivel regional mediante la sinergia institucional. Los lineamientos de la política de 
Consolidación fueron descritos el 14 de enero de 2014, fecha posterior al establecimiento de 
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la entidad, por lo cual resultaba confuso identificar cuáles eran las bases sobre las cuales 
debería trabajar la UACT al momento de su creación.  
4.2.2 Recursos suficientes para el desarrollo de las actividades. 
En el análisis del presupuesto de la UACT se puede observar que del año 2012 al 
2013 la ejecución de recursos pasó de 70 mil millones a 74 mil millones de pesos, lo que 
corresponde a un incremento del al 5,7%. Sin embargo, desde ese año el presupuesto empezó 
a disminuir y en el año 2016 solo se tuvo una ejecución de 29.800 millones de pesos, lo que 
equivale a una reducción de casi el 60% de los recursos económicos en cuatro años (UACT, 
2016). En este sentido, es importante mencionar la relación que tiene la reducción del 
presupuesto con las metas de erradicación manual de la UACT, las cuales también 
disminuyeron. A pesar de lo anterior, el costo por hectárea erradicada subió de manera muy 
notoria desde el año 2014. 
Gráfica 15 Ejecución presupuestaria erradicación, metas de erradicación 
anual y valor promedio de las hectáreas erradicadas por meta 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de documentos de trabajo de la UACT 2016, Fichas BPIN. 
 
Se puede observar en la Gráfica 15 que las metas anuales se redujeron de 30 mil 
hectáreas en el año 2012 a 6 mil en el año 2016, lo que equivale a una reducción del 80 %, a 
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se ha evidenciado en los reportes SIMCI. Si se analiza el costo promedio de inversión por 
hectárea a erradicar en las metas de las fichas BPIN (Banco de Programas y Proyectos de 
Inversión Nacional), se puede identificar que del año 2012 al 2013 se duplicó este valor, el 
cual se mantuvo constante en los años posteriores hasta el 2016.  
Al respecto, Sergio Donado, (Comunicación personal, 6 de septiembre de 2018), 
afirma que este costo hace referencia a que el uso de los helicópteros aumentó, y 
adicionalmente, el precio del dólar subió, lo cual, como se evidencio en el capítulo anterior, 
incrementó el valor de la operación.  
 
4.2.3 Implementación es asignada a entidades comprometidas con los objetivos 
del programa. 
La asignación de la implementación de la estrategia de erradicación manual está a 
cargo del Ministerio de Defensa, el cual mediante el decreto No. 4222 del 23 de noviembre 
de 2006 lo modificó parcialmente y le asignó a la Dirección de Antinarcóticos la funciones 
de “Dirigir y controlar la aspersión aérea y erradicación manual de cultivos ilícitos conforme 
con las disposiciones legales vigentes”. El funcionamiento de esta estrategia dependía de la 
sinergia entre varias entidades participantes en el puesto de mando creado como respuesta al 
CONPES 3669, de las cuales la UACT y la PONAL eran las más activas y con más 
obligaciones en la implementación, como lo afirma un funcionario de Cooperación 
Internacional participante en estas reuniones (Anónimo 3, Comunicación personal, 26 de 
marzo de 2019).  
Al respecto, se señala que, como se describió en el capítulo anterior, existía un 
contraste normativo entre la directiva permanente 32 del Ministerio de Defensa con el 
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capítulo I de la resolución 0366 del 2012 de la UACT, el cual se resolvió hasta el 2014. Eso 
generó traumatismo en la implementación debido a la falta de claridad en las 
responsabilidades y metas de erradicación (J. Cabrera, Comunicación personal, 16 de enero 
de 2019). 
En cuanto a la PONAL, la estrategia de erradicación manual no era la única a 
implementar para la erradicación de cultivos ilícitos, puesto que esta entidad también 
ejecutaba la modalidad de aspersión área. Entre los años 2012 y 2015-año en que fue 
suspendida esta estrategia- se asperjaron anualmente más del 100% de las hectáreas 
erradicadas con GME (Observatorio de Drogas, 2018). Adicionalmente, la PONAL 
implementaba una tercera modalidad de erradicación, mediante la cual siempre erradicaron 
una mayor cantidad de hectáreas que con los GME; sin embargo, como se menciona en el 
SIMCI (UNODC, 2016), los datos reportados para la tercera modalidad no cumplen con los 
estándares de confiabilidad y para la certificación por parte de UNODC (Ver Tabla 12). 
Tabla 12 Hectáreas Erradicadas bajo las 3 modalidades de erradicación años 
2012 - 2016 
AÑO Tercera Modalidad 
Erradicación con 









2012 15.957 14.529 100.548 
2013 12.229 10.344 47.051 
2014 6.591 5.900 55.532 
2015 14.267 5.144 36.494 
2016 14.535 3.692 0 
Fuente: Elaboración propia con base a los datos recolectados de informes del Observatorio de Drogas y 




De esta tabla se puede concluir que la única que permaneció contantes en cuanto a las 
hectáreas erradicadas anualmente fue la tercera modalidad, mientras las otras dos estrategias 
fueron declinando progresivamente, siendo la estrategia de los GME la más evidente en 
cuanto a la perdida de erradicación, porque si bien la aspersión área llegó a cero se debe al 
cumplimiento de una sentencia de la Corte Constitucional. 
Por otro lado, en lo que se refiere a la UACT, jurídicamente no se observa una 
obligación y función de coordinar la estrategia. Como lo establece Jairo Cabrera 
(Comunicación personal, 16 de enero de 2019), esta entidad solo apoyaba la erradicación 
manual con GME, pero no la coordinaba ni la dirigía. Lo que sucedió fue que la UACT fue 
adquiriendo de manera subgeneris esta actividad, ya que en las fichas BPIN se le asignaban 
metas por cumplir en este sentido. 
Otro aspecto a considerar en cuanto al personal de la PONAL participante en la 
operatividad de la estrategia de erradicación manual es que, como lo expresa un funcionario 
de UNODC que participaba en el proceso de validación, para las fuerzas militares y en 
especial para la Policía Nacional, la erradicación era un castigo, allí llegaban los agentes 
castigados por haber cometido faltas o eran jóvenes recién ingresados sin nada de experiencia 
ni entrenamiento, el objetivo para ellos ha sido cumplir la meta (cifra) y a como dé lugar lo 
hacen (Anónimo 1, Comunicación personal, 23 de enero de 2019).   
Teniendo en cuenta que Sabatier y Mazmanian plantean que si una estrategia no es 
ejecutada por una agencia y funcionarios comprometidos, los resultados no serán los 
esperados, esta situación explicaría en parte los bajos resultados de la implementación de la 
estrategia de erradicación manual durante el período analizado. 
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4.2.4 Establecimiento de la integración jerárquica de las instituciones 
encargadas de la implementación. 
La integración jerárquica de las instituciones no se encuentra presente en la 
normatividad, debido a que esta implementación se entiende como un acuerdo entre las 
entidades participantes, regulado por la directriz del Ministerio de Defensa, y como lo 
menciona Jairo Cabrera (Comunicación personal, 16 de enero de 2019), la directriz de un 
ministerio no puede legalmente ordenar a una institución de otro ministerio a realizar ciertas 
funciones en otra rama de la administración pública.  Adicionalmente, de las entrevistas 
realizadas a todas a todos los funcionarios se concluye que la cabeza de la erradicación 
manual era la DIRAN, pero no se identifica una normatividad que establezca una integración. 
Esta particularidad afectaba de manera significativa la estrategia, y como lo explica 
un funcionario de UNODC, se generaba un cuello de botella, ya que, al estar involucrados 
tres componentes de las fuerzas militares, la coordinación se tornaba compleja porque cada 
uno de ellos quería actuar a su parecer (Anónimo 1, Comunicación personal, 23 de enero de 
2019). 
4.2.5 Los mecanismos de toma de decisiones de los entes implementadores son 
soportados en los objetivos de la política. 
La toma de decisiones se buscaba realizar de manera coordinada y consensuada entre 
las diferentes instituciones que participaban en el proceso, según la directiva permanente 32 
del Ministerio de Defensa, y la UACT daba recomendaciones. Sin embargo, al carecer de un 
lineamiento jurídico claro, la normatividad para la toma de decisiones era precaria y por ello, 
en muchos casos, las decisiones eran tomadas unilateralmente por la fuerza pública, lo cual 
podía ir o no ir alineado con los objetivos de la política. 
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Esto concuerda con lo mencionado por Eduardo Vergara (comunicación personal, 6 
de diciembre de 2018), y Julio Leyner (comunicación personal, 14 de enero de 2019) 
funcionarios de la UACT, quienes afirman que esta entidad solo daba recomendaciones para 
la implementación de la estrategia, pero que la entidad responsable de su implementación era 
la DIRAN.  De igual manera, comenta Jairo Cabrera (Comunicación personal, 16 de enero 
de 2019) que si la PONAL le realizaba un requerimiento que implicaba algún trámite 
contractual, aunque existiera la buena voluntad por parte de la UACT, esto no era vinculante, 
debido a que ésta última era una organización autónoma e independiente desde el punto de 
vista administrativo. De todo este se puede concluir que la integración se daba expresamente 
por voluntad de las partes, pero sin contar con norma con una disposición legal al respecto. 
4.2.6 Oportunidades amplias para la participación e intervención de los grupos 
organizados que apoyan la política. 
Las oportunidades para la participación de los grupos organizados que apoyaran la 
política eran pocas, ya que las decisiones de la estrategia eran tomadas confidencialmente, 
por tener un componente de seguridad. Adicionalmente, en las entrevistas adelantadas en esta 
investigación, no se hace mención de que hubiera grupos que apoyaran la política fuera del 
entorno institucional, e incluso, Jairo Cabrera menciona que nunca se contó con el apoyo de 
algún sector durante la implementación de la estrategia. Por el contrario, sí hubo participación 
de sectores que ejercían control a la implementación y que se oponían a la misma valiéndose 
de campañas contraminas y argumentando que ésta atentaba contra los derechos humano 
(Cabrera, J., comunicación personal, 16 de enero de 2019). Todo esto concuerda con lo 
mencionado por el funcionario de UNODC con relación a que solo participaban entidades en 
la estrategia de GME (Anónimo 1, comunicación personal, 23 de enero de 2019). 
 86 
 
4.3 DIRECTORES CON CAPACIDADES GERENCIALES, TÉCNICAS Y 
POLÍTICAS. 
De la revisión de las entrevistas realizadas en el marco de esta investigación, se puede 
decir que la opinión generalizada es que no existían directores que tomaran el peso de la 
estrategia y realizaran acciones en busca de la mejora y la consecución de las metas. Esto se 
pudo deber a que, por ser una política represiva e impopular, las personas no estaban 
interesadas en asumir su liderazgo, ya que usualmente ello venía acompañado de una prensa 
negativa para el líder de la misma (J. Cabrera, comunicación personal, 16 de enero de 2019). 
Adicionalmente, un funcionario de la PONAL (Anónimo 2, comunicación personal, 4 de 
marzo de 2019) mencionó que al evolucionar la estrategia, los cargos eran asignados como 
cuotas políticas, lo que no permitía que la estrategia estuviera liderada por personas con las 
capacidades idóneas. Esto  concuerda con lo mencionado por el personal de la UNODC, el 
cual considera que el nivel directivo de la UACT no contaba con personal con los 
conocimientos necesarios para el desarrollo de la estrategia, y que por el contrario,  los líderes 
de la UACT realizaron cambios en el funcionamiento de la misma que fueron en contra de la 
funcionalidad, intentando darle un enfoque más militar a una estrategia que desde su punto 
de vista no era totalmente militar (Anónimo 1, comunicación personal, 23 de enero de 2019). 
 
4.4 APOYO SOCIAL Y POLÍTICO EN LAS RAMAS LEGISLATIVAS Y 
EJECUTIVAS  
La estrategia de erradicación manual padece de ciertas dificultades, como problemas 
de seguridad provocados por ataques hostiles de las FARC, minas antipersonales que 
protegen los cultivos ilícitos, entre otros (Rincon, Correa, Oswaldo, & Stewart, 2016). Por 
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ello, esta estrategia no tuvo apoyo social, sino organizaciones en su contra que la observan 
como una actividad peligrosa para el personal que laboraba en ella. Incluso, en el 2016, el 
Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas recomendó al Estado colombiano 
detener la erradicación manual de cultivos de coca mediante el uso de civiles hasta cuando 
las áreas donde se realizara las actividades estuvieran verificadas y se asegurara que 
estuvieran efectivamente libres de minas terrestres (COLPRENSA, 2016).  
De la misma manera, existen organizaciones sin ánimo de lucro como Colombia sin 
minas, en la que se defiende la idea de que exponer al riesgo a los erradicadores es una 
irresponsabilidad del Estado colombiano a escala nacional e internacional. En el orden 
nacional, se menciona que son sometidos a un riesgo excepcional cumpliendo con las 
condiciones proclamadas por el Consejo de Estado en la sentencia del 29 de febrero de 1989. 
A nivel internacional, la vinculación de civiles en el conflicto constituye una clara violación 
al Derecho Internacional Humanitario, al no realizarse el principio de distinción entre 
combatientes y civiles, fijado en el artículo 4 del Protocolo II adicional a los Convenios de 
Ginebra; asimismo, se vulnera el artículo 13 del mismo protocolo por no proteger a la 
población civil contra los peligros que se puedan generar de las acciones de tipo militar. Por 
todas estas razones, la organización Colombia sin minas recomendó al Estado la revisión 
estructural de la estrategia de los GME liderada por la UACT15, dado que según sus 
consideraciones, ésta debía ser realizada exclusivamente por miembros de la Fuerza Pública 
(COLOMBIA SIN MINAS, 2015). De igual manera, por ser una política represiva, los 
productores de hoja de coca realizaban diferentes acciones para evitar que se erradicaran sus 
                                                 
15 La organización mencionaba que la estrategia era liderada por la UACT lo cual no es cierto, pero era frecuente 
encontrar esta confusión en la investigación, lo que afirma la falta de claridad normativa que definiera el rol de 
las entidades participantes. 
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cultivos. Así, generaron bloqueos a la erradicación manual, los cuales consistían en una 
congregación de la comunidad en torno a las áreas objeto de erradicación manual, de modo 
que impedían el paso del personal civil y de la Fuerza Pública, pudiéndose presentar 
agravantes como agresiones. Para evitar estas manifestaciones el Gobierno realizó acuerdos 
de no erradicación en departamentos como Putumayo y Norte de Santander, como se puede 
apreciar en la sección 3.2.1 del capítulo anterior. Esta estrategia fue replicada a lo largo del 
país para evitar la erradicación de los cultivos de coca (P. Rendón, comunicación personal, 
12 de septiembre de 2018; Vergara, comunicación personal, 6 de diciembre de 2018),).   
Estos bloqueos debilitaron notablemente la actividad, como se puede inferir de las 
entrevistas, ya que financieramente se generaba un costo irrecuperable si no se tenía otro 
lugar cercano para las actividades de erradicación. Por otro lado, en cuanto al tema de 
seguridad, se podían generar dificultades para el personal de erradicación, como lo menciona 
Julio Leyner (comunicación personal, 14 de enero de 2019). De acuerdo con EL TIEMPO 
(2016), entre el 2014 y el 2016 se presentaron más de 600 bloqueos, lo cual evidenciaba una 
fuerte oposición social a la estrategia de GME. 
Frente al apoyo político, pese a que Javier Florez (4 de febrero de 2019, comunicación 
personal, 2019) menciona que el Gobierno Nacional dio un respaldo rotundo a la estrategia 
y menciona que ésta siempre contó con recursos suficientes, los demás entrevistados no 
comparten la misma visión. En las entrevistas se identifica que los participantes de la 
estrategia piensan que no había un doliente político y que faltó voluntad política para toma 
de decisiones para mejorar la estrategia. Nunca se realizó asignación de recursos adicionales 
y proyectos de ley en la estrategia de erradicación manual, como lo expone Jairo Cabrera 
(Comunicación personal, 16 de enero de 2019). 
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4.5 CONDICIONES SOCIALES, ECONÓMICAS, POLÍTICAS Y EL 
ENTORNO INTERNACIONAL ESTABLES DURANTE LA IMPLEMENTACIÓN. 
En lo referente a las condiciones que pudieran alterar la implementación, se identifica 
que desde el año 2013 se incrementaron los bloqueos de la comunidad a la estrategia de 
erradicación, que es mencionado como uno de los cuellos de botella fundamental por los 
diferentes actores. A parte de eso hay opiniones dividas sobre si las condiciones se 
mantuvieron estables durante estos años de implementación. Jairo Cabrera (comunicación 
personal, 16 de enero de 2019) menciona que hubo un cambio de liderazgo político por parte 
del Gobierno Nacional y que a pesar de que se suspendió la fumigación aérea y la 
erradicación con fuerzas militares no era certificada por algún ente neutral, la erradicación 
con GME no sufrió un incremento operacional, siendo la única estrategia con que contaba el 
gobierno; por lo contrario, se disminuyó su presupuesto, como se mencionó anteriormente, 
lo que demuestra un cambio en la condición política de apoyo a la estrategia. 
De igual forma un funcionario de cooperación internacional (Anónimo 3, 
Comunicación personal, 26 de marzo de 2019) participante de la estrategia, menciona que un 
factor esencial fue el proceso de paz llevado a cabo por el Gobierno Nacional con las FARC. 
Él expone que las fuerzas tenían la disposición de realizar la estrategia de lucha contra los 
cultivos, pero poseían una restricción política para no generar choques con las comunidades. 
Esto, según el funcionario, cambió rotundamente el modo de enfrentar los cultivos ilícitos en 
el país (Comunicación personal, 2019). 
Contrario a esto, Javier Florez menciona que no cree que haya pasado algo que 
afectara el entorno en el cual se desarrollaba la erradicación manual con GME y que ésta fue 
apoyada de manera política y que había recursos suficientes para su operación (comunicación 
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personal, 4 de febrero de 2019). Esta última parte no concuerda con lo investigado en cuanto 
a la disminución de los recursos para los GME. Con esta teoría se encontraba de acuerdo el 
funcionario de UNODC, quien menciona que externamente no observa nada que alterara el 
interés en la estrategia; sin embargo, el cambio de las personas a cargo de la toma de 
decisiones de la UACT debilitó de cierta forma la funcionalidad de la misma (Anónimo, 
Anónimo 1, comunicación personal, 23 de enero2019). 
Las percepciones por parte de los participantes en la implementación de la estrategia 
de GME, están claramente divididas en este punto, por lo que no es del todo posible 
identificar un consenso en torno al nivel de afectación que tuvo la implementación de la 
estrategia a raíz de las condiciones externas a la estrategia. Sin embargo, es indudable que 
hechos como el comienzo de los diálogos con las FARC, los bloqueos de las comunidades 
que terminaron en negociación de la no erradicación y el aumento del precio de dólar que 












El Estado colombiano ha combatido de diferentes maneras el mercado de las drogas 
y fue así que creó la estrategia de erradicación manual con GME, como complemento a otras 
estrategias en la lucha contra la oferta de drogas. En sus inicios, la estrategia fue ejecutada 
directamente por la Presidencia de la República, en donde quienes la dirigían poseían cierto 
poder sobre las directrices a brindar a los entes implementadores. Al pasar el tiempo, esto fue 
cambiando, y la estrategia quedó situada en una Unidad de un Departamento Administrativo, 
perdiendo poder político y quedando con un bajo respaldo institucional. 
Al principio de la estrategia, la planeación de la intervención se realizaba bajo un 
trabajo conjunto por el personal técnico de Acción Social y la DIRAN, en donde se llegaba 
a acuerdos de los sitios en que tendría lugar la actividad; sin embargo, esta tarea fue 
cambiando con el tiempo. En el año 2010 se generó el CONPES 3669, el cual brindó como 
recomendación la articulación institucional para la implementación a través de un puesto de 
mando, pero se puede percibir que este se convirtió en un simple formalismo, ya que las 
decisiones finales sobre la implementación de la estrategia dependían solamente de la 
PONAL. 
Al no encontrarse con claridad cuáles eran las condiciones exactas para establecer la 
focalización de la estrategia, no se puede entender por qué en ciertas ocasiones se 
implementaba la estrategia en algunos municipios y en otras ocasiones se priorizaban otros 
municipios. Se puede observar que el 45 % de la implementación de los GME se dio en 
municipios en donde el porcentaje de coca era menor al 0,5% del total nacional lo que 
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claramente no generó un impacto en el total de las hectáreas del país, contrario a que los 
municipios con porcentajes más alto de coca solo se intervinieron en un 19%. 
Ahora bien,  con base en las cinco condiciones propuestas por Sabatier y Mazmanian 
frente a la efectividad de la implementación de una política pública, es válido resaltar lo 
siguiente: primero, la estrategia no logró a través de los años cambiar los hábitos en la 
población objetivo para alcanzar el éxito de la política; por lo contrario se puede evidenciar 
que en los sitios donde intervinieron los GME, los cultivos de coca continuaron creciendo 
hasta lograr duplicarse entre los años 2012-2016, principalmente en las áreas establecidas 
como prioridad de los GME.  
En cuanto a la condición sobre contar con una normatividad clara y precisa y que no 
genere ambigüedades en su implementación, se puede observar que no hay una ley o norma 
que establezca de manera detallada los objetivos de la estrategia. La operación de los GME 
comenzó como un acuerdo de voluntades y a través del tiempo se generaron manuales, 
protocolos y directivas, entre otras directrices, para regular la actividad de erradicación 
manual, pero ninguna realmente vinculante a las entidades implementadoras, que permitiera 
establecer de una forma clara los compromisos de cada entidad y los mecanismos de toma de 
decisiones. La estructura mediante la cual se integraban jerárquicamente las instituciones que 
participaban en la implementación de los GME se daba como un acuerdo consensual que 
nacía de un puesto de mando donde se exponían las situaciones que ocurrían y se generaban 
las decisiones. Esto generó cuellos de botella debido a que no había una institución que 
dictara órdenes que las otras tenían que cumplir y cada una podía actuar a su parecer. 
En cuanto a la inversión presupuestal de la estrategia, se fueron reduciendo los 
recursos de forma considerable, todo esto a pesar de que los cultivos de coca del año 2012 al 
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2016 aumentaron en un 205%. Con esta disminución presupuestal que se dio en esos años, 
en más de la mitad, se redujo la adquisición de insumos, materiales y personal para la 
realización de la estrategia, afectando las metas de hectáreas a erradicar. Por todo esto se 
puede concluir que no se contaba con los recursos necesarios para la implementación efectiva 
de esta estrategia. 
En cuanto a la implementación por parte de entidades comprometidas, se puede 
evidenciar que a pesar de que la estrategia estudiada estuvo en funcionamiento desde el 2004, 
hubo cambios en cuanto a las entidades ejecutoras de la misma y en el proceso de toma de 
decisiones, y adicionalmente, ésta no contaba con una normativa clara que los sustentara. Por 
esto, las entidades participantes en su implementación no le dieron prioridad a la estrategia, 
debido a que contaban con otras modalidades en las que existía una obligatoriedad jurídica y 
normativa que exigía su realización efectiva y el cumplimiento de metas, las cuales lograron 
focalizar la atención y los esfuerzos de estas organizaciones. De acuerdo con lo anterior, se 
concluye que las entidades no estaban totalmente comprometidas con la estrategia de 
erradicación manual. 
Con respecto a lo encontrado en las entrevistas y en la revisión documental realizada 
en torno a la Erradicación Manual con GME, no se pudo evidenciar que la estrategia contara 
con un apoyo por parte de grupos organizados que pudieran generar un control a la estrategia, 
en donde estos tuvieran posibilidades de intervención en el caso que no observaran un 
cumplimiento de los objetivos y metas propuestos. Esto permite concluir que la 
implementación de la estrategia de erradicación manual no cumplió con la segunda condición 
de efectividad propuesta por los autores. 
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Frente a la tercera condición que menciona las capacidades de los directores, se puede 
analizar que estos no consiguieron acompañamiento a la estrategia. A través de estos años 
solo una vez se realizó un aumento presupuestal y después, siempre se redujo la inversión. 
Tampoco se logró evidenciar que hayan tenido la intención de tramitar algunas de las leyes 
de las cuales carecía la estrategia para mejorar su efectividad. 
Siguiendo con la cuarta condición de efectividad, se puede ver en el material 
recopilado en las entrevistas y en la revisión documental realizada, una fuerte oposición 
social a la estrategia por parte de las comunidades, quienes diseñaron la estrategia de 
bloqueos para dificultar la actividad, alterando el normal desarrollo de la estrategia. De igual 
manera las recomendaciones del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas al 
Estado Colombiano acerca de detener la erradicación manual de cultivos de coca mediante 
el uso de civiles y las campañas constantes de la organización Colombia Sin Mina en contra 
de esta actividad mostró un respaldo social casi nulo. Tampoco se evidenció un respaldo 
político que permitiera tomar decisiones para mejorar la operatividad reflejándose todo en el 
poco apoyo con que contaron las entidades implementadoras para el financiamiento 
necesario y acompañamiento activo, que permitiera superar el constante peso de las quejas 
que generaba la estrategia. 
Por último, en cuanto a las condición de la estabilidad de las condiciones sociales, 
económicas, políticas e internacionales durante la implementación de la estrategia, se logra 
obtener de la investigación que existieron ciertos casos que pudieron afectar la 
implementación de la misma, como las negociaciones del acuerdo de paz con las FARC-EP 
y la suspensión de la primera modalidad de erradicación, pero no se llegó a verificar con 
certeza si fueron determinantes en la efectividad de la erradicación manual con GME.  
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Es así que se  pudo comprobar la hipótesis planteada al inicio del a investigación. Al 
analizar la evolución de la estrategia de erradicación manual, ésta no cumple con cuatro de 
las cinco condiciones propuestas por Sabatier y Mazmanian para que la implementación de 
una política sea exitosa y no se convierta en una pérdida de recursos y esfuerzos. Pressman 
y Wildavsky (1998) afirman que, debido a la dificultad de predecir cómo se comportará una 
implementación, es en el trascurso de ésta en donde se debe ser capaz de adaptarse al 
ambiente en el cual se presenta y en donde los participantes se deben esforzar  en el uso de 
los recursos para que se puedan disminuir demoras por las trabas presentadas. Sin embargo, 
se evidenció a lo largo del trabajo que se fueron presentando ciertas dificultades para la 
implementación, pero no se contó con una flexibilidad ni una capacidad de adaptación al 
desarrollo de la estrategia por parte de los implementadores, lo que pudo llevar no alcanzar 
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